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Reflexiones 
sobre la venta 
en bloque de 
créditos y el 
derecho de 

retracto 
                                                                                         

Diego Gutierrez Alonso 
Magistrado 

1. Introducción 
En 1940, Fred Schwed Jr. escribió el libro 
“Where are the customers’ yachts?”, el 
cual comenzaba relatando que en una 
ocasión una persona visitó el distrito 
financiero de Nueva York y, en un 
momento dado, el guía le señaló unos 
preciosos barcos anclados y le explicó: 
“Mire, esos son los yates de los 
banqueros y de los brokers”, a lo cual el 
visitante le preguntó “¿dónde están los 
yates de los clientes?”.    

Nosotros tenemos que preguntarnos 
donde se encuentran las mansiones de 
los prestatarios, es decir, dónde ha 
quedado la expectativa de las entidades 
financieras y sus clientes según la cual 

las viviendas objeto de préstamos 
hipotecarios iban a incrementar de valor 
hasta el punto de que era posible 
concertar prestamos con personas a las 
que hace un tiempo no se les hubiese 
entregado ni un céntimo de euro.  

La experiencia está demostrando que se 
siguen creando nuevos productos 
financieros supuestamente para que los 
cl ientes puedan enriquecerse con 
seguridad e incluso rapidez, pero lo cierto 
es que al final del proceso no se puede 
decir que haya una redistribución de 
riqueza o que los clientes hayan salido 
bien parados de toda esta dinámica 
financiera.  Últimamente las entidades 
financieras están recurriendo a la cesión 
global de sus carteras de créditos a favor 
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de fondos ubicados en otros países.  
Estas ventas se llevan a cabo sin duda 
por importes muy inferiores al valor real 
de los créditos, con la finalidad de obtener 
liquidez y librarse de créditos de difícil 
cobro.  Pero, ¿se está pensando en los 
clientes y los consumidores? ¿quién gana 
con esta práctica? ¿se beneficia a la 
economía con ello?. 

2. La cesión global de 
créditos 
BURTON G. MALKIEL decía que “parte 
de la genialidad de los mercados 
financieros consiste en que, cuando 
existe la necesidad de un método para 
in tensi f icar las opor tunidades de 
especulación, el mercado va a crear ese 
método1”. Pues bien, hace cuatro 
décadas, Lewis Ranieri, a finales de las 
años 70, aplicó la idea de juntar deudas 
hipotecarias para crear bonos, productos 
financieros que daban una buena 
rentabilidad al inversor al mismo tiempo 
que permitían a las entidades financieras 
deshacerse de sus hipotecas, reduciendo 
sus pérdidas. Se trataba de “empaquetar” 
o “titulizar” créditos para poder venderlos 
en un mercado secundario, y las 
consecuencias de todo aquello son 
sobradamente conocidas.  Como ya 
escribía HYMAN MINSKY en 1987, en la 
conferencia de la Federal Reserve Bank 
de Chicago de ese año, se solía escuchar 
“aquello que pueda ser titulizado se 
titulizará”. 

En es te momento las en t idades 
financieras se libran de créditos de difícil 
cobro mediante la cesión global de los 
mismos.  No se venden esta vez en un 

mercado secundario sino a fondos o 
entidades ubicadas en otros países y que 
seguramente tienen un tratamiento fiscal 
muy favorable. Se vuelve a agrupar 
deudas vendiéndolas a precios muy 
inferiores a lo realmente debido y sin 
contar con los deudores, que bien podrían 
decir algo sobre su capacidad para hacer 
frente a ese nuevo importe reducido y con 
ello sobre su posibilidad de liberarse de la 
deuda.  Las entidades cesionarias pagan 
poco dinero por cada crédito de manera 
que la mayor parte de lo que puedan 
recuperar será beneficioso para ellas.  

Esta práctica y el desamparo en el que 
parece dejar al deudor por no poder 
intervenir en la operación de alguna 
forma, ha llevado a cuestionarse su 
validez.  Sin embargo la STJUE de 7 de 
agosto de 2018 nº C-94/2017, nº 
C-96/2016 ha concluido que la directiva 
sobre cláusulas abusivas no es aplicable 
a esta práctica empresarial.   

3. El artículo 1535 del CC 
y la cesión global de 
créditos 
Cuando comenzaron las cesiones 
globales de créditos muchos pensamos 
que el artículo 1535 del CC era aplicable 
para dar al menos una oportunidad a los 
prestatarios. Una norma del siglo XIX 
para evitar la especulación de créditos 
daba una solución perfecta a una 
operativa diseñada en el siglo XXI y que 
lejos de solucionar los problemas de 
deuda privada, los mantiene.   

Sin embargo nuestro Tribunal Supremo 
también se ha pronunciado en la STS de 

1.  BURTON G. MALKIEL en “Un paseo aleatorio por Wall Street”, Ed. W.W. Norton & Company.
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1 de abril de 2015, nº 165/2015, rec. 
1748/2013 rechazando su aplicación 
para las ventas globales de créditos: “La 
cuestión nuclear que es objeto de 
debate en el presente recurso versa 
sobre la aplicación del art. 1535 CC que 
regula el retracto de un crédito litigioso, 
cuando éste conjuntamente con otros 
créditos litigiosos o no, ha sido objeto de 
un traspaso en bloque por sucesión 
universal a consecuencia de una 
segregación de una parte del patrimonio 
de la sociedad acreedora (Caja Círculo) 
que conforma una unidad económica, 
recibiendo a cambio la sociedad 
segregada acciones de la sociedad 
beneficiaria (Banco Grupo Cajatrés, 
S.A.). Esta operación fue realizada al 
amparo del art. 71 de la ley 3/2009, de 3 
de ab r i l , sob re mod i f i cac i ones 
estructurales de las sociedades 
mercantiles. 
En relación al retracto de crédito litigioso 
que contempla el art. 1535 CC, la 
doctrina fijada en la STS invocada por el 
recurrente, de 31 de octubre de 2008, 
seña la que e l "vocab lo c réd i to 
comprende todo derecho individualizado 
transmisible", acorde con un criterio 
general de nuestro ordenamiento 
jurídico (art. 1459.5º CC) y, por 
consiguiente, debe entenderse que 
aquel precepto "se refiere a todos los 
derechos (y acciones) individualizados y 
que sean transmisibles" . 
2. La segregación a que se refiere el art. 
71 de la Ley 3/2009 es una figura 
jurídica muy extendida en el tráfico 
mercantil, que supone un solo negocio 
jurídico consistente en un traspaso en 
bloque por sucesión universal de una o 
varias partes del patrimonio de una 
sociedad, cada una de las cuales forma 
una unidad económica, a favor de una o 
varias sociedades, recibiendo a cambio 

aquella acciones de las sociedades 
beneficiarias. La diferencia fundamental 
frente a la escisión total o parcial reside 
en que la contraprestación a la 
aportación la recibe la propia sociedad 
segregada y no los socios de ésta. 
Razón por la cual, por la segregación, 
no es necesario que se extinga la 
entidad transmitente. 
E n l a s e g r e g a c i ó n n o h a y 
individualización de los créditos, ni una 
pluralidad de negocios jurídicos de 
cesión de créditos, porque estos se 
transmiten en bloque, por sucesión 
universal , formando una unidad 
económica. 
3 A la vista de cuanto antecede, 
podemos concluir que no cabe proyectar 
la figura del retracto de crédito litigioso 
cuando éste ha sido transmitido 
conjuntamente con otros, en bloque, por 
sucesión universal, no de forma 
individualizada, de acuerdo con la 
doctrina sentada por esta Sala y que, 
ahora, confirmamos. 
4. Por último, no es ocioso precisar que 
la operación descrita se proyecta en el 
marco regulatorio de un intenso proceso 
de reestructuración y reforzamiento de 
los recursos propios del sistema 
financiero de este país, sumido en una 
profunda crisis, preferentemente de las 
tradicionales cajas de ahorro. 
En lo que aquí interesa, el RDL 9/2009, 
de 26 de junio, primero, por el que se 
crea el Fondo de Reestructuración 
O r d e n a d a B a n c a r i a ( F R O B ) y 
posteriormente, el RDL 11/2010, de 9 de 
julio, de órganos de gobierno y otros 
aspectos del régimen jurídico de las 
cajas de ahorro, introducen nuevos 
procesos de integración como el 
ejercicio indirecto de la actividad 
financiera a través de un banco, lo que 
dio lugar a las correspondientes 
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operaciones societarias de segregación 
de activos y pasivos, y permitió la 
recapitalización de las entidades a través 
de la creación de sociedades anónimas 
bancarias a las que las cajas de ahorro 
transfirieron su actividad de naturaleza 
financiera (activos y pasivos). 
Es en este proceso de reestructuración 
del sector financiero en el que hay que 
situar la operación que es objeto del 
presente recurso, en el que no hay cabida 
para que los deudores puedan retraer las 
operaciones que dejaron impagadas y en 
situación de litigiosidad”. 

Esta doctrina del Tribunal Supremo se 
b a s a e n d o s a r g u m e n t o s 
fundamentalmente. El pr imero es 
conceptual ya que considera que por 
crédito ha de entenderse todo derecho 
ind iv idual izado, de modo que a l 
producirse una transmisión en bloque de 
créditos, no hay individualización sino que 
se produce una transmisión en bloque.  
R e a l m e n t e e s t e a r g u m e n t o e s 
simplemente de opción, es decir, se 
podría igualmente haber optado por 
entender que la transmisión en bloque de 
créditos es la cesión varios créditos en 
una sola operación y que por ello no 
pierden la naturaleza ni el concepto de 
créditos a los efectos del artículo 1535 del 
CC.  Este precepto no establece ninguna 
distinción entre la venta de un crédito o 
de mil, es decir, no exige que se trate de 
la venta de un solo crédito y por lo tanto 
el Tribunal Supremo podría haber optado 
perfectamente por entender que en las 
operaciones de segregación o de fusión 
hay ventas de créditos solo que de forma 
plural en una sola operación en lugar de 
en varias operaciones o contratos.  En 
definitiva era una simple cuestión de 
voluntad haber querido aplicar este 
precepto o no, ya que la solución 
rechazada no suponía vulneración de 

norma alguna. Pero es que además la 
mayoría de los supuestos que hoy en día 
se producen no consisten en una cesión 
en bloque derivada de una sucesión 
universal por fusión o absorción.  Se trata 
de una venta en bloque sin sucesión 
universal en el activo de las entidades por 
algún tipo de operación societaria.  Por lo 
tanto esta sentencia del Tribunal 
Supremo no sería de aplicación a este 
otro tipo de supuesto que ahora nos 
ocupa.   

Pero la clave de por qué el Tribunal 
Supremo opta por la solución favorable a 
las entidades financieras la hallamos en 
el segundo argumento y que considera 
que no es “ocioso”, por lo que lo valora 
como argumento importante.  Se trata de 
la necesidad de “reforzamiento de los 
recursos propios del sistema financiero 
de este país, sumido en una profunda 
crisis”.  Parece que para el Tribunal 
Supremo este fin no solo se ha intentado 
mediante la “bancarización” de las cajas 
de ahorro sino también mediante la venta 
en bloque de créditos de dudoso cobro a 
fondos.   

El Tribunal Supremo vuelve a introducir 
por lo tanto un argumento decisivo y 
basado en cuestiones de polít ica 
económica relacionada con la crisis. Ya lo 
hizo en la sentencia de 9 de mayo de 
2013 sobre la cláusula suelo al entender 
que la retroactividad afectaría al “orden 
público económico”, y esta vez vuelve a 
relacionar su decisión con el estado del 
sistema financiero. Por ello parece no 
solo es posible sino que es obligado 
argumentar desde el punto de vista de la 
economía política para descubrir si el 
argumento se puede compartir o no. 

Empezando por la normativa citada por el 
Tribunal Supremo, la Ley 26/2013, de 27 
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0 de diciembre de cajas de ahorros y fundaciones bancarias, que deroga 
parcialmente el RDL 11/2010 de 9 de julio, explica en su preámbulo: “Pero, 
sobre todo, conviene destacar que durante los últimos años ha sido 
necesaria una profunda intervención de los poderes públicos para acometer 
el saneamiento y reestructuración de buena parte de las cajas de ahorros, 
cuya situación financiera ha llegado a comprometer muy gravemente el 
conjunto de la estabilidad financiera en España. Las dificultades para 
garantizar la viabilidad de ciertas cajas de ahorros y sus debilidades 
estructurales para reforzar autónomamente su solvencia, han exigido un 
esfuerzo extraordinario de la sociedad española que ha incluido la solicitud 
de asistencia financiera externa a los socios del Eurogrupo y la 
nacionalización de aquellas cajas de ahorros que se encontraban en 
mayores dificultades de solvencia. Realizado este esfuerzo, procede aprobar 
ahora una ley que recoja, con vocación de estabilidad y en un único texto, el 
régimen jurídico futuro de las cajas de ahorros. Un nuevo régimen que venga 
a conjugar los valores clásicos de las cajas de ahorros ya referidos, carácter 
social y arraigo territorial, con las lecciones que los históricos 
acontecimientos recientes han puesto de manifiesto”.  No cabe duda de que 
en el año 2013 el legislador consideró realizado el esfuerzo necesario para 
lograr la estabilidad financiera a través de asistencia financiera externa y la 
nacionalización de cajas de ahorro, de modo que en este momento no cabe 
pensar en que los deudores deban de asumir mayores esfuerzos a través de 
una interpretación del artículo 1535 del CC que suponga un sacrificio para 
ellos.       

Pero aún es posible profundizar más en esta idea y para ello examinaremos 
las causas de la crisis y el problema que supone mantener la deuda privada 
en lugar de reducirla aunque sea parcialmente. Pasada de una década desde 
el comienzo de la gran recesión se han podido analizar con detalle las 
causas de la misma. Y es ya una evidencia que el gran problema fue el 
aumento del endeudamiento privado, es decir, la burbuja de deuda privada.  
Autores como Michael Hudson en su obra “Killing the Host” o Steve Keen en 
“Economía desenmascarada” lo ponen de relieve. Este último autor es el que 
predijo con más precisión la crisis y merece especial atención cuando afirma 
que esa burbuja de deuda, en parte especulativa, era lo que sostenía la 
demanda agregada de manera que cuando se “pinchó” la burbuja, la 
demanda cayó de forma súbita generando el descenso de la producción y el 

Nuestro Tribunal Supremo ha rechazado la aplicación del artículo 1535 
del CC por un argumento conceptual y por cuestiones de política 

económica relacionadas con la crisis.
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aumento del desempleo. No hay que 
olvidar que en el año 2007 la deuda 
privada alcanzaba el 200% del PIB.  

Si reconocemos que la deuda privada 
fue el gran problema habrá que 
determinar si la responsabilidad de 
ese endeudamiento recae sobre los 
prestatarios o sobre los prestamistas 
ya que según la conclusión a la que 
l leguemos parece claro que la 
respuesta, desde el punto de vista de 
la justicia material, deberá ser 
diferente.   

En cuanto a la idea de que los clientes 
han sido negligentes a la hora de 
concertar préstamos basta con 
recordar el llamado “productivity gap” 
y que supone que desde los años 70 
se viene incrementando la diferencia 
entre el valor de los bienes y servicios 
producidos y los salarios percibidos 
por los trabajadores por ello, es decir, 
se observa claramente en los estudios 
realizados que para poder acceder a 
los bienes y servicios básicos, hoy en 
día, no es posible recurrir solo al 
salario sino que ha de recurrirse a la 
f inanc iac ión2. En def in i t i va e l 
endeudamiento no es algo opcional 
sino que es obligado para casi todos 
los ciudadanos con salarios medios o 
normales, si los ponemos en relación 
con el precio de los bienes y servicios 
producidos.  

Por el lado de los prestamistas habrá 
que examinar si la concesión de 
préstamos fue negligente o no. Para 
empezar es ev idente que las 
entidades financieras no tienen límites 
a la hora de prestar ya que una de las 
ideas clásicas según la cual las 
e n t i d a d e s p r e s t a n s i r e c i b e n 
depósitos, es falsa. Las entidades 
prestan sin estar limitadas por los 
depósitos ya que una vez que 
conciertan préstamos, los bancos 
centrales les dotan de las reservas 
n e c e s a r i a s p a r a c u b r i r e s o s 
préstamos. Es decir, las entidades 
financieras crean dinero a través de 
los préstamos como así están 
poniendo de manifiesto algunos 
responsables de bancos centrales3. 
En esta línea podemos leer también a 
M A R C L AV O I E 4 , a s í c o m o a 
MICHAEL McLEAY, AMAR RADIA y 
RYLAND THOMAS5.   

De este modo la conclusión ha de ser 
que por un lado los ciudadanos se ven 
obl igados a endeudarse y las 
entidades financieras aprovechan que 
no tienen límites en el préstamo de 
dinero para aumentar su negocio de 
deuda e intereses. No parece que con 
estas premisas se pueda achacar a 
los ciudadanos la responsabilidad en 
el aumento de la deuda privada.   
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2.   LUIS GÓMEZ en http://www.redmmt.es/errores-analisis-negacionista-del-productivity-gap/ 
3.  Recientemente CHRISTOPHER KENT, Asistente del Gobernador del Banco de Reservas de 

Australia escribió en un artículo cómo los bancos crean dinero a través de préstamos.  Según este 
autor, el incremento del dinero depende de la extensión del crédito y ello a su vez de la voluntad de 
prestamistas y prestatarios. (https://www.rba.gov.au/speeches/2018/sp-ag-2018-09-19.html). 

4.  MARC LAVOIE en “La economía postkeynesiana”, Ed. Icaria página 67. 
5. MICHAEL McLEAY, AMAR RADIA y RYLAND THOMAS en “Money creation in the modern 

economy” artículo publicado en por el propio Banco de Inglaterra en www.bankofingland.co.uk

Desde los 
años 70 se 
viene 
aumentando 
la diferencia 
entre el valor 
de los bienes 
y servicios 
producidos y 
los salarios 
percibidos, 
obligando a 
los 
ciudadanos a 
endeudarse. 
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Pero además es preciso plantearse si es 
cierta la idea de que protegiendo el 
sistema financiero se ayuda a recuperar 
la economía en mayor medida ya que el 
Tribunal Supremo parece apoyar su 
interpretación de la normal en esta 
finalidad debido a las medidas de 
reestructuración bancar ia que se 
adoptaron. Sin embargo la solución 
adoptada en Islandia o los modelos 
matemát icos de Steve Keen han 
demostrado que la economía se recupera 
mejor y más rápidamente si se rescata a 
los deudores en lugar de a las entidades 
financieras.  Si es evidente que la burbuja 
de deuda privada es la que desencadenó 
la crisis, solo el desapalancamiento de 
esa deuda podrá hacer que la economía 
recupere su ritmo normal, de manera que 
permitir el retracto de los créditos sería 
una de las vías de reducir la deuda 
privada.  Por otra parte no se acaba de 
explicar por el Tribunal Supremo cuál es 
la diferencia entre que la entidad 
financiera perciba el importe por el que se 
cede el crédito de un fondo o del propio 
deudor.  Como señala Michael Hudson en 
su obra Killing the Host, el truco ha 
consistido en hacer creer al 99% de la 
población que la buena marcha de la 
economía depende de cómo le vaya al 
restante 1% más rico.  Y este mantra ha 
calado en la argumentación del Tribunal 
Supremo tanto en la sentencia sobre la 
cláusula suelo y en esta sobre la 
aplicación del artículo 1535 del CC.  
Incluso en la avocación al Pleno de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo a 
propósito de la sentencia de la sección 
segunda sobre el pago del impuesto de 
AJD de los préstamos hipotecarios deja 
entrever la afección al orden económico y 
social de dicha resolución.   

Sentado que la creación de la burbuja de 
deuda privada no fue imputable a los 
clientes y que las entidades financieras 
se han beneficiado de este negocio de 
deuda, no parece que una tutela 
desmesurada a estas últimas sea lo más 
ajustado a un concepto de justicia 
material.   

Pero además en las decisiones como la 
que nos ocupa subyace la idea de que el 
hecho de que las entidades financieras 
no puedan completar sus operaciones o 
el hecho de que deban de perder liquidez 
les puede hacer quebrar y, con ello, todo 
el orden económico.  Nada más lejos de 
la realidad.  En nuestro caso es evidente 
que a las entidades les ha de resultar 
indiferente que el precio de esos créditos 
sea abonado por un fondo o por los 
propios deudores.  Y la eventual pérdida 
de parte del importe de esas deudas 
tampoco es relevante en la medida en la 
que son créditos que se venden 
precisamente porque se consideran 
incobrables en muchos casos.  En 
cualquier caso ya hemos visto que las 
entidades crean dinero a través de sus 
propios préstamos por lo que dejar de 
cobrar parte de esas deudas no afecta a 
su situación ni a su liquidez ni a su 
capacidad de prestar.   

Por lo tanto el argumento basado en el 
reforzamiento del sistema financiero no 
se ajusta a la realidad. Hemos visto 
recientemente cómo las entidades 
financieras se han visto obligadas a 
devolver todo el importe de las cláusulas 
sue lo y e l l o no ha supues to e l 
hundimiento del sistema, del mismo modo 
que no lo supondrá la devolución de 
intereses del IRPH si así lo resuelve el 
TJUE ni lo supondría permitir el retracto 
de créditos.  
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Se podría argumentar diciendo que si se permite el retracto de créditos las 
entidades no se liberarán de ciertos créditos difíciles de cobrar ni percibirán 
por lo tanto parte de esos créditos. Pero lo cierto es que ello no impediría 
seguir negociando su venta, pero ofreciéndolos en primer lugar a los 
deudores por el importe que a la entidad le resultaría satisfactorio y 
permitiendo así una auténtica “segunda oportunidad” para muchos de ellos.  
Una “segunda oportunidad” que por cierto está entre las finalidades del 
poder legislativo cuando introdujo la nueva regulación del concurso de las 
personas físicas y que por lo tanto no es ni una quimera ni algo que 
preocupe en cuanto a la afección al “orden público económico”.  En este 
caso se trata de personas físicas y jurídicas, pero la aspiración a reducir la 
deuda privada sigue siendo un objetivo deseable para todas las partes 
implicadas ya que, como se ha indicado al principio de este fundamento, la 
burbuja de deuda privada fue el factor fundamental que dio lugar a la crisis.   

Por lo tanto si pensamos en la estabilidad económica y en proteger el 
“orden público económico” habría que pensar en soluciones que permitan 
reducir la deuda para evitar que el crecimiento económico se vuelva a 
sostener sobre ella.  En definitiva la protección del orden económico pasará 
por soluciones que permitan la purga de la deuda que soporta la mayoría 
de la población en lugar de mantener los créditos en manos de unos pocos 
acreedores.  

4. Los requisitos concretos para la aplicación 
del artículo 1535 del CC.  
El artículo 1535 del CC establece que “Vendiéndose un crédito litigioso, el 
deudor tendrá derecho a extinguirlo, reembolsando al cesionario el precio 
que pagó, las costas que se le hubiesen ocasionado y los intereses del 
precio desde el día en que éste fue satisfecho. 
Se tendrá por litigioso un crédito desde que se conteste a la demanda 
relativa al mismo. 
El deudor podrá usar de su derecho dentro de nueve días, contados desde 
que el cesionario le reclame el pago”. 

En primer lugar es preciso que el crédito sea litigioso y para ello el CC nos 
da una definición de lo que ha de entenderse por crédito litigioso, de 
manera que es preciso que se haya contestado a la demanda relativa al 
mismo. Sin embargo este artículo y esta concreta exigencia habrá que 
interpretarlo conforme a la realidad actual ya que se trata de una norma 
decimonónica y que supone atender a la regulación procesal y los 
procedimientos empleados para reclamar los créditos. Con la actual 
regulación y teniendo en cuenta que normalmente los créditos está 
documentados en escritura o en póliza intervenida por notario, es evidente 
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que la reclamación se lleva a cabo 
mediante demanda ejecutiva, es decir, 
por el procedimiento de ejecución, en el 
cual no cabe estrictamente contestación a 
la demanda sino oposición.  Y además 
esa oposición está limitada a unos 
motivos tasados de manera que no se 
puede obligar al deudor a oponerse 
cuando realmente no concurre ninguno 
de esos motivos ya que en ese caso se le 
obligaría a soportar las costas derivadas 
de la desestimación de la oposición.  

En def in i t iva las normas han de 
interpretarse de forma que no resulten 
vaciadas de contenido y es evidente que 
si lo que se exige es que exista una 
contestación a una demanda declarativa 
o bien una oposición a la ejecución que 
no podría prosperar, se impedirá la 
aplicación de la norma o lo que es lo 
mismo se estará derogando de forma 
tácita.  Por todo ello es razonable 
entender que ante la existencia de una 
demanda de ejecución en reclamación 
del crédito, éste se convierte en litigioso a 
los efectos de reconocer el derecho de 
retracto.  

También es importante interpretar el 
concepto de “crédito litigioso” conforme a 
la realidad social (artículo 3 CC).  En el 
momento de redactarse el CC solo se 
sabía si un crédito resultaría incobrable si 
se presentaba la correspondiente 
demanda, mientras que hoy en día las 
entidades financieras pueden conocer la 
posibilidades de cobro de sus créditos 
con anterioridad y por ello es posible 
“empaquetar” esos créditos y negociar la 
venta global sin que previamente se haya 
interpuesto demanda alguna.  Es decir, 
las ventas de créditos se llevan a cabo 
sin necesidad de demandar previamente 
y de este modo es imposible que se de la 

condición de crédito litigioso si se 
interpreta de forma estricta.  La práctica 
actual en la reclamación y negociación de 
créditos hace que deba hacerse una 
interpretación de la norma que favorezca 
su aplicación puesto que se pretende con 
ella evitar la especulación con los 
créditos.    

Además es preciso que se haga uso de 
este derecho en el plazo de 9 días desde 
que el cesionario reclame el crédito. No 
obstante en cuanto al comienzo del plazo 
para el ejercicio del derecho de retracto 
hay que traer a colación la doctrina 
jurisprudencial en relación con otros tipos 
de retracto, como es el de comuneros.  
Así, la STS de 18 de noviembre de 2013 
(ROJ: STS 5759/2013 - ECLI:ES:TS:
2013:5759) explicaba: “el artículo 1524 
del Código civil que dispone: 
No podrá ejercitarse el derecho de 
retracto legal sino dentro de nueve días 
contados desde la inscripción en el 
Registro, y en su defecto, desde que el 
retrayente hubiera tenido conocimiento de 
la venta. El retracto de comuneros 
excluye el de colindantes. 
Plazo que la jurisprudencia ha matizado 
en el sentido, en primer lugar que nace el 
derecho a partir de la consumación del 
contrato. Dice la sentencia de 18 marzo 
2009, reiterando jurisprudencia anterior: 
"El hecho determinante del nacimiento del 
derecho y del comienzo del plazo para 
ejercitar la acción es la venta entendida 
como acto de enajenación o traslativo de 
dominio, esto es, entendida como venta 
c o n s u m a d a y n o m e r a m e n t e 
perfeccionada. Así, dice la Sentencia de 
17 de junio de 1997 que el retracto exige 
una venta o dación en pago no 
proyectada, sino consumada, siendo aún 
más explícita la Sentencia de 14 de 
noviembre de 2002, que señala que la 
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acción de retracto nace a partir de la consumación del contrato transmisivo del dominio, 
no de su perfección, estando por tanto el ejercicio de la acción de retracto supeditada al 
conocimiento que de la venta haya tenido el retrayente, venta que ha de entenderse como 
compraventa ya consumada y no meramente perfeccionada, requiriéndose al efecto un 
conocimiento completo, cumplido y cabal, que abarque no sólo el hecho de la venta, sino 
también la noticia exacta de todos los extremos de la transmisión, como precio, 
condiciones esenciales de la venta, modalidades de pago, etc. pues solamente en tal 
caso el titular del  retracto puede disponer de elementos de juicio suficientes para decidir 
sobre la conveniencia o no de ejercitar la acción"”. 

Parece lógico extender esta doctrina jurisprudencial a este supuesto que ahora 
estudiamos de manera que si el deudor conoce la venta efectuada pero no conoce el 
precio, no podrá comenzar a computarse el plazo de caducidad puesto que desconoce un 
elemento esencial para poder ejercer este derecho, como es el precio por el que podría 
retraer el crédito. Precisamente esta oscuridad en la determinación del precio es lo que 
impide al deudor consignar cantidad alguna, y las reticencias en determinar el importe por 
las entidades financieras, acaba siendo un mecanismo para impedir el retracto de los 
deudores.   

Tampoco es aceptable la idea de que no es posible determinar los precios porque la venta 
es global.  Pues bien, si la venta ha sido por un precio que comprende todos los créditos, 
bastará con aplicar una regla proporcional para calcular qué parte de ese precio se 
corresponde con cada crédito. Si se han tenido en cuenta otros factores como las 
garantías existentes en cada caso o la estimaciones o probabilidad de cobro, eso es algo 
que puede y debe acreditar la entidad cesionaria o la cedente. Si estas entidades no 
indican nada al respecto habría que estar a una simple regla proporcional en atención al 
importe del precio global y el de cada crédito, pero no es posible rechazar el retracto en 
perjuicio de los prestatarios por un dato que depende de los prestamistas. 
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En la actualidad, los procesos de 
ejecución de partes consumidoras 
representan un gran porcentaje de este 
tipo de procedimientos. Sin embargo, es 
igualmente frecuente que los mismos se 
dirijan contra personas jurídicas. El 
elevado número de incidentes de 
oposición planteados por consumidores 
ha animado a un importante número de 
partes ejecutadas que ostentan la 
condición de personas jurídicas a 
instarlos también. 

El presente artículo pretende analizar 
desde un punto jurisprudencial una serie 
de motivos de oposición que se repiten 
con cierta frecuencia. 

1) Condición de consumidora de 
una persona jurídica. Existencia de 
cláusulas abusivas. 

Pese a que resulta extraño que una 
persona jurídica ostente la condición de 
parte consumidora, lo cierto es que es 

frecuente que la oposición a la ejecución 
se funde en la afirmación de ostentarla. 
Al amparo de dicha condición y de la 
normativa protectora de consumidores y 
usuarios, suele denunciarse la existencia 
de cláusulas abusivas. 
Para que una persona jurídica sea 
considerada como consumidora, es 
necesario que actúe sin ánimo de lucro 
en un ámbito ajeno a su actividad 
profesional. El artículo 3 Real Decreto 
Legislativo 1/2007, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley 
G e n e r a l p a r a l a D e f e n s a d e 
Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, dispone que “son 
consumidores las personas físicas o 
jurídicas que actúen en un ámbito ajeno 
a u n a a c t i v i d a d p r o f e s i o n a l o 
empresarial”. Añade el artículo 4 de la 
misma norma que “a efectos de lo 
dispuesto en esta norma, se considera 
empresario a toda persona física o 
jurídica que actúa en el marco de su 
actividad empresarial o profesional, ya 
sea pública o privada”. 
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Por su parte, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea analiza en su 
Sentencia de 25 de enero de 2018 (asunto C-498/16) el concepto de consumidor y declara 
que para apreciar esta condición es necesario que concurran los siguientes requisitos: 

“(i) El concepto de "consumidor" debe interpretarse en relación con la posición de esta 
persona en un contrato determinado y con la naturaleza y la finalidad de éste, y no con la 
situación subjetiva de dicha persona, dado que una misma persona puede ser 
considerada consumidor respecto de ciertas operaciones y operador económico respecto 
de otras.  

(ii) Sólo a los contratos celebrados fuera e independientemente de cualquier actividad o 
finalidad profesional, con el único objetivo de satisfacer las propias necesidades de 
consumo privado de un individuo, les es de aplicación el régimen específico establecido 
para la protección del consumidor como parte considerada económicamente más débil, 
mientras que esta protección no se justifica en el caso de contratos cuyo objeto consiste 
en una actividad profesional.  

(iii) Dado que el concepto de "consumidor" se define por oposición al de "operador 
económico" y que es independiente de los conocimientos y de la información de que la 
persona de que se trate dispone realmente, ni la especialización que esa persona pueda 
alcanzar en el ámbito del que forman parte dichos servicios ni su implicación activa en la 
representación de los derechos e intereses de los usuarios de éstos, le privan de la 
condición de "consumidor".  

(iv) Por lo que respecta, más concretamente, a una persona que celebra un contrato para 
un uso que está relacionado parcialmente con su actividad profesional y que, por tanto, 
tan sólo es parcialmente ajeno a ésta, el Tribunal de Justicia ha considerado que podría 
ampararse en dichas disposiciones únicamente en el supuesto de que el vínculo de dicho 
contrato con la actividad profesional del interesado fuera tan tenue que pudiera 
considerarse marginal y, por tanto, sólo tuviera un papel insignificante en el contexto de 
la operación, considerada globalmente, respecto de la cual se hubiera celebrado el 
contrato.” 
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Añade la STS de 13 de junio de 2018 
(ROJ: STS 2193:2018) que “tanto la 
jurisprudencia del TJUE como del TS 
manejan un concepto de consumidor 
referido al ámbito objetivo de la operación 
y no a la personalidad o conocimientos 
del contratante. La actividad inversora 
con intención lucrativa no debe ser 
necesariamente un criterio de exclusión 
para la aplicación de la noción de 
consumidor, salvo que esas actividades 
se realicen con habitualidad. En el caso, 
la adquisición de un inmueble para su 
arrendamiento implica la intención de 
obtener un beneficio económico, pero si 
esa actuación no forma parte del conjunto 
de las actividades empresariales de quien 
lo realiza, no deja de ser un acto de 
consumo”. 

Así, deberá valorarse, caso por caso, si el 
préstamo objeto de ejecución se 
concedió para el ejercicio de una 
actividad empresarial o no. La carga de la 
prueba deberá recaer en la persona 
jurídica que dice ostentar tal condición, al 
contrario que en los supuestos en los que 
nos encontramos con personas físicas.  
De estimarse que la persona jurídica no 
ostenta la condición de consumidora, 
procede rechazar sin más trámite todos 
los motivos de oposición consistentes en 
declarar la nulidad de cláusulas del 
contrato debido a su carácter abusivo, 
dado que la normativa protectora de 
consumidores y usuarios no resulta de 
aplicación. 

Finalmente, a propósito de los intereses 
moratorios, cabe destacar que, en este 
tipo de ejecuciones hipotecarias contra 
personas jurídicas, tampoco resulta de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 114 
párrafo 3º de la Ley Hipotecaria en su 
redacción vigente ya que se refiere a 

personas físicas exclusivamente. La 
redacción originaria de dicho precepto, la 
del año 2013, era genérica, no se limitaba 
a personas f ísicas y disponía la 
aplicación del precepto a los “préstamos 
o créditos para la adquisición de vivienda 
habitual, garantizados con hipotecas 
constituidas sobre la misma vivienda”. 
Por tanto, si dicha norma resultara de 
aplicación por derecho transitorio, podría 
aplicarse a una persona jurídica si el bien 
hipotecado constituye vivienda habitual 
de la misma. 

2) Retraso desleal o verwikung: 

El fenómeno de la cesión de créditos en 
globo o en masa ha supuesto la 
reactivación de ejecuciones que llevaban 
largo tiempo paralizadas. Además, los 
procesos de fusión o absorción de 
entidades de crédito han conllevado que 
algunos préstamos impagados hayan 
sido judicializados tiempo después del 
incumplimiento por el prestatario. Con 
base en ese transcurso de tiempo sin 
reclamar, es frecuente que las personas 
jurídicas ejecutadas invoquen este motivo 
de oposición. 

El análisis de la viabilidad del mismo 
d e b e h a c e r s e d e s d e u n a d o b l e 
perspectiva. Por una parte, si nos 
encontramos con un motivo oponible en 
este tipo de procesos o debe acudirse al 
p r o c e d i m i e n t o d e c l a r a t i v o 
correspondiente; por la otra, cuáles son 
los requisitos para su estimación. 

En cuanto a la primera cuestión, la 
mayoría de la doctrina jurisprudencial 
analizada se opone a reconocer el 
retraso desleal como motivo de oposición 
en un proceso de ejecución. 
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Así, el Auto de la Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección 3ª, de 20 de 
marzo de 2019 (ROJ: AAP PO 619:2019) dispone que: 

“Entrando en el resto de alegaciones opositoras, hemos de reseñar que 
la doctrina del "Retraso Desleal " en el ejercicio de los derechos, no se ajusta 
ni contiene en ninguna de las causas de oposición que, en el caso de las 
ejecuciones hipotecarias, contempla el Art. 695.1 LEC, por lo que no cabe 
entrar a valorar tal razón de oposición. Debemos recordar a la parte que solo 
le es viable el intentar su reconocimiento y ponderación, en su caso, en el 
declarativo ordinario correspondiente, conforme establece el Art. 698 LEC.  

En iguales términos, se pronuncia el Auto de la Audiencia Provincial de 
Girona, de 25 de mayo de 2016 (ROJ: AAP GI 118:2016):  

“De lo anterior expuesto es evidente que la cláusula en si no es abusiva, ya 
que la parte dejo de abonar el importe de las cuotas durante dos años, y la 
cuestión que la parte apelante plantea mediante la oposición a la ejecución 
no es el eventual carácter abusivo de los pactos contractuales, en concreto 
la cláusula de vencimiento anticipado, no impugna el contenido del contrato, 
sino el propio ejercicio de la acción ejecutiva por razón de un denunciado, 
aunque no mencionado, retraso desleal ; esta cuestión sólo puede ser 
examinada, en su caso, en el declarativo correspondiente, en el que el 
Tribunal que conozca del mismo deberá de evaluar las consecuencias 
derivadas del mismo, pero no en trámite de esta ejecución hipotecaria. 
Debiendo desestimarse este motivo del recurso.” 

Y también, el Auto de la Audiencia Provincial de Granada, Sección 3ª, de dos 
de marzo de 2016 (ROJ: AAP GR 32:2016): 

“Determina el Art. 695 4º LEC que la oposición en las ejecuciones 
hipotecarias solo podrá fundarse en "4.ª El carácter abusivo de una cláusula 
contractual que constituya el fundamento de la ejecución o que hubiese 
determinado la cantidad exigible". El motivo alegado debe ser rechazado al 
no poder basarse la ejecución hipotecaria más que en los supuestos 
contemplados en el referido artículo, no contemplándose en el mismo el 
ahora analizado, es decir, el retraso desleal en el ejercicio de la acción 
hipotecaria.” 

También se han pronunciado en contra de aceptar este motivo de oposición, 
entre otros, los siguientes Autos: AAP Barcelona, Sección 19ª, de 19 de 
marzo de 2015; AAP Asturias, Sección 5ª, de 16 de marzo de 2016; AAP 
Cádiz, Sección 8ª, de 21 de marzo de 2017; AAP Pontevedra, Sección 3ª, de 
20 de marzo de 2019; AAP Madrid, Sección 10 ª, de 8 de febrero de 2017; o 
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AAP Sevilla, Sección 5ª, de 26 de abril de 
2016. 

Por el contrario, sí que admite este 
motivo de oposición el Auto de la 
Audiencia Provincial de Barcelona, 
Sección 13 ª, de 14 de diciembre de 
2018. No obstante, lo desestima por 
entender que no concurren los requisitos 
propios de esta instituición: 
“La interdicción del retraso desleal 
("Verwirkung", en la doctrina germánica) 
significa que un derecho no puede 
ejercitarse cuando el titular no sólo no se 
ha preocupado durante mucho tiempo de 
hacerlo valer, sino que incluso ha dado 
lugar con su actitud omisiva a que el 
adversario de la pretensión pueda 
esperar objetivamente que el derecho ya 
no se ejercitara o bien cuando dicha 
demora comporta un claro perjuicio o 
sobrecarga a la contraparte que hubiera 
podido evitarse, rozando, de mantenerse, 
el enriquecimiento injusto.” 
Así, no es suficiente con una mera 
dilación en la actuación del derecho o el 
mero transcurso del tiempo, sino que es 
necesario, además, que se produzca en 
circunstancias que la conviertan en 
inesperable o sorpresiva para la parte 
frente a la que se quiere hacer valer el 
derecho. Además, esta doctrina no puede 
confundirse con una derogación de la 
normativa sobre la prescripción. De esta 
manera, la presunción es favorable a 
considerar que quien ejercita sus 
derechos dentro de plazo, lo hace con 
buena fe, debiendo acreditar la mala fe 
quien le invoca. Por tanto, lo que ha de 
acreditarse por la parte ejecutada es la 
creación en los deudores de la creencia 
legítima de que no les será exigido el 
pago de la deuda. 

El antedicho AAP Barcelona recoge con 
gran precis ión y fundamento los 
requisitos que han de concurrir para 
estimar el retraso desleal en el ejercicio 
de los derechos: 

“a) El transcurso de un período de tiempo 
significativo, cuya determinación habrá 
de hacer en función de las circunstancias 
del caso atendiendo a la clase de 
derecho y a la intensidad de la confianza 
suscitada (por lo tanto no un "simple" 
retraso al que alude la sentencia del 
Tribunal Supremo de 18 de octubre de 
2.004 para no aplicar dicha doctrina; y 
aun cuando no exista prescripción de la 
acción ejercitada - aquí, no alegada, sin 
que pueda apreciarse de oficio -, se 
observa un ejercicio muy tardío del 
derecho que dificulta su efectividad, STS 
29.1.2010); pero cuando estamos en 
presencia, como en éste caso, de un 
tiempo tan prolongado (más de 21 años) 
de absoluta inactividad del banco sin que 
conste ninguna reclamación o gestión 
durante éste período ni la existencia de 
ninguna causa que justifique esta 
pasividad, nos encontramos ante una 
situación excepcional ya que la actitud 
del acreedor no corresponde a un 
comportamiento normal lo que puede 
originar que el deudor de buena fe piense 
que el banco ha desistido de reclamar la 
devolución del préstamo.  

b) La omisión en el ejercicio del derecho, 
y cuando era posible ejercitarlo (actos 
propios ex art. 118.8 CCC), siempre que 
fuera conocida la existencia de este 
derecho, es decir inactividad de su titular 
que ha de serle imputable por no existir 
obstáculos para el mismo.  

c) En contra de las reglas de la buena fe 
en el ejercicio del derecho (art. 7.1 CC).  
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d) La confianza legítima, derivada de 
aquella omisión, de que el derecho ya no 
se ejercitará (dice la STS de 3.12.2010 
que la buena fe "impone que un derecho 
subjetivo o una pretensión no puede 
ejercitarse cuando su titular no solo no se 
ha preocupado durante mucho tiempo de 
hacerlos valer, sino que incluso ha dado 
lugar con su actitud omisiva a que el 
adversario de la pretensión pueda 
esperar objetivamente que el derecho ya 
no se ejercitará"..); es decir, en definitiva, 
la objetiva deslealtad e intolerabilidad del 
posterior ejercicio retrasado (abuso de 
derecho art. 7.2 CC (EDL 1889/1)), 
generando en el deudor la confianza 
legítima y razonable de que este derecho 
no se ejercitaría (que aquél derecho ha 
sido tácitamente renunciado o, dicho de 
otro modo, que el acreedor se había 
aquietado a no ejercitarlo). e) El perjuicio 
derivado del ejercicio retardado de la 
acción; la consecuencia del retraso 
desleal no es necesariamente la extinción 
de la deuda, sino sólo la eliminación de 
los perjuicios generados al deudor por la 
conducta atípica del acreedor (así, la 
generación y acumulación de unos 
i n t e r e s e s d e d e m o r a q u e h a n 
incrementado desproporcionadamente el 
importe de la deuda, los cuales deben ser 
eliminados).” 

Por tanto y a propósito del primero de los 
requisitos, parece difícil apreciar retraso 
desleal si el derecho ha sido ejercitado 
dentro del plazo de prescripción mediante 
la oportuna demanda de ejecución. Más 
bien, la estimación de esta doctrina 
exigiría el comportamiento activo de la 
parte deudora interponiendo demanda de 
juicio declarativo antes de que se 
produzca reclamación  judicial por parte 
de la acreedora. 

3 ) Invocac ión de l a Ley de 
Condiciones Generales de la 
Contratación por falta de control en 
la incorporación de cláusulas 
contractuales que son condiciones 
generales.  

D e s e s t i m a d a l a c o n d i c i ó n d e 
consumidora de la persona jurídica 
ejecutada, resulta frecuente que, como 
motivo subsidiario, se oponga alegando la 
falta de control de incorporación de 
a lgunas c láusu las con t rac tua les 
(normalmente, las mismas respecto de 
las que se ha invocado su carácter 
abusivo) al amparo de la Ley de 
C o n d i c i o n e s G e n e r a l e s d e l a 
Contratación.  

Este motivo debería desestimarse 
alegando que el examen de dicho control 
d e b e r e a l i z a r s e a t r a v é s d e l 
procedimiento declarativo oportuno. Así, 
cabe denunciar la existencia de cláusulas 
abusivas porque la LEC expresamente lo 
regula, pero no accionar al amparo de la 
Ley de Condiciones Generales, que 
regula acciones que deben hacerse valer 
a t ravés del proceso declarat ivo 
correspondiente. En este sentido se 
pronuncia expresamente el Auto de la 
Audiencia Provincial de Lleida, Sección 
2ª, de 30 de mayo de 2019. 

4) Intereses moratorios usurarios: 

A día de hoy, resulta claro e indiscutible 
que el concepto de usura solo es 
p r e d i c a b l e d e l o s i n t e r e s e s 
remuneratorios y no de los moratorios. 

Sin embargo, durante un corto periodo de 
tiempo, subsistieron varias resoluciones 
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del Tribunal Supremo contradictorias. Mientras que la STS con Número 628 del 2015 
defendía la posición clásica que limitaba la usura a los intereses ordinarios, la Número 
677 del año 2014 extendía el referido concepto a los moratorios. 

Esta controversia ha sido resuelta por la STS de 9 de julio de 2019 (ROJ: STS 700:2019), 
que establece lo siguiente:  

“Por otra parte, es jurisprudencia de esta Sala, la que viene sosteniendo la inaplicabilidad 
de la Ley de Usura a los intereses moratorios, en este sentido la reciente sentencia 
189/2019, de 27 de marzo, que reproduce la doctrina que compendia la sentencia 
132/2019, de 5 de marzo, cuando declara que:  

Como regla general, la jurisprudencia de esta sala, representada, verbigracia, por las 
sentencias 869/2001, de 2 de octubre; 430/2009, de 4 de junio; y 709/2011, de 26 de 
octubre, considera que, dada la distinta naturaleza de los intereses remuneratorios y los 
moratorios, a éstos últimos no se les debe aplicar la Ley de Usura, pues cuando en ella 
se habla de intereses se hace referencia a los retributivos, ya que hay que contar con el 
carácter bilateral de la obligación y la equitativa equivalencia de las prestaciones de los 
sujetos de una relación jurídica que es bilateral, onerosa y conmutativa, en la que el 
interés remuneratorio es el precio del préstamo (sentencia 44/2019, de 23 de enero). 
Mientras que los intereses moratorios sancionan un incumplimiento del deudor 
jurídicamente censurable, y su aplicación tanto sirve para reparar, sin la complicación de 
una prueba exhaustiva y completa, el daño que el acreedor ha recibido, como para 
constituir un estímulo que impulse al deudor al cumplimiento voluntario, ante la gravedad 
del perjuicio que le producirían el impago o la mora.  

No obstante, en algún caso (sentencias 422/2002, de 7 de mayo, y 677/2014, de 2 de 
diciembre), también se han reputado usurarios los intereses moratorios, pero no 
aisladamente considerados, sino como un dato más entre un conjunto de circunstancias 
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que conducen a calificar como usurario el 
contrato de préstamo en sí: la simulación 
de la cantidad entregada, el plazo de 
devolución del préstamo, el anticipo del 
pago de los intereses remuneratorios, el 
tipo de tales intereses remuneratorios, 
etc.. Circunstancias estas últimas que ni 
tan siquiera se alegan en el litigio que 
enjuiciamos.” 

En consecuencia, no procede declarar 
usurarios los intereses moratorios. 

5) Prescripción de los intereses 
ordinarios reclamados: 

Este motivo de oposición plantea una 
doble problemática: por una parte, el 
plazo de prescripción que debe aplicarse 
a esta rec lamación de intereses 
remuneratorios; por la otra, el dies a quo 
para el cómputo de dicho plazo. 

En cuanto a la primera cuestión, la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de 
marzo de 2017 (ROJ: STS 794:2017) 
confirma la doctrina reiterada acerca del 
plazo de prescripción de los intereses 
remuneratorios, que fija en 5 años: 

“ E n c u a n t o a l o s i n t e r e s e s 
remuneratorios, los mismos se hallan en 
efecto, prescritos conforme a reiterada 
jurisprudencia, al ser de aplicación el 
artículo 1966.3 CC que establece la 
prescripción quinquenal de los mismos, 
ya que en el caso que nos ocupa no han 
sido reclamados judicialmente, ni por 
tanto declarados procedentes por 
sentencia alguna con carácter previo a su 
prescripción, pues la acción para 
reclamar los intereses remuneratorios ya 
vencidos que se debieron satisfacer con 

cada cuota prescribe a los cinco años, de 
conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 1966.3 CC, mientras que el plazo 
general de prescripción de quince años 
contemplado en el artículo 1964 del 
mismo Código se aplica a los intereses 
remuneratorios cuyo pago ha de hacerse 
de una sala vez, y a los moratorios 
(sentencias del Tribunal Supremo de 3 de 
Febrero de 1994 y 17 de Marzo de 1998 
entre otras).” 
Con idéntica claridad, se pronuncia la 
Sentencia de la Audiencia Provincial de 
Barcelona, Sección 16ª, de 21 de junio de 
2019 (ROJ: SAP B 7365:2019). 

En Cataluña, el plazo de prescripción, en 
principio, sería el de tres años, previsto 
en el artículo 121-21 del Código Civil de 
Cataluña. Así lo establece la Sentencia 
de la Audiencia Provincial de Girona, 
Sección 2ª, de 20 de septiembre de 2018 
(ROJ: SAP GI 929:2018): 

“Por tanto, como ha venido entendiendo 
la jurisprudencia (entre otras, las SSTS 
d e 1 7 / 3 / 9 4 . 1 7 / 3 / 9 8 y 
30/12/99,30/1/07,25/3/09 y 23/9/10), la 
devolución del capital del préstamo 
constituye una prestación única con 
independencia de que el pago se 
fracciones en cuotas, y también lo es el 
pago del interés moratorio, por lo que 
ambos conceptos prescriben en el plazo 
largo de quince años (hoy cinco) previsto 
en el artículo 1964 CC, o en el de 10 
años establecido en el artículo 121-20 
CCC. A la reclamación de los intereses 
remuneratorios, sin embargo, le es 
aplicable el plazo de cinco años previsto 
en el artículo 1.966 CC, o lo que es lo 
mismo, el plazo de tres años del art. 
121-21 CCC, para los in tereses 
remuneratorios que aquí se incorporan en 
la liquidación a la cantidad reclamada.” 
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Y también defiende este régimen para Cataluña la antedicha Sentencia de la 
Audiencia Provincial de Barcelona, Sección 16ª, de 21 de junio de 2019. 

Sin embargo, esta cuestión no es pacífica, teniendo en cuenta que, si el contrato de 
préstamo con garantía hipotecaria se suscribe con una entidad bancaria, nos 
encontramos ante un contrato de naturaleza mercantil. En este supuesto, debería 
defenderse la aplicación del plazo de prescripción del régimen común, es decir, el de 
5 años previsto en el artículo 1.966 del Código Civil. Sirve de justificación para esta 
tesis la Sentencia dictada por el Tribunal Supremo (Pleno) de 4 de febrero de 2015, 
en la que, a propósito de la acción directa contra la entidad aseguradora, se 
estableció el plazo de prescripción de un año previsto en la Ley sobre 
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos de Motor y no el de 
tres del Código Civil de Cataluña con los siguientes argumentos: 
“1) la naturaleza de la acción ejercitada; 2) que, según el artículo 1090 CC, las 
obligaciones que nacen de la ley se rigen por los preceptos de la que las hubiere 
establecido y, 3) que, según indica su Disposición Final Primera, la LRCySCVM se 
dictó al amparo de lo establecido en el artículo 149.1 6ª CE que atribuye al Estado 
competencia exclusiva en materia de legislación mercantil”. 

Esta sentencia fijó como doctrina jurisprudencial que “en el caso de que el 
perjudicado por un accidente de tráfico ocurrido en Cataluña ejercite acción directa 
contra la aseguradora del vehículo conducido por el responsable del accidente o, en 
su caso, contra el Consorcio de Compensación de Seguros, de acuerdo con lo 
dispuesto por la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de 
Vehículos de Motor, el plazo de prescripción de dicha acción es el de un año previsto 
en el artículo 7.1 de dicha ley y no el de tres años a que se refiere el artículo 121-21 
d) del Código Civil de Cataluña. 

En el caso de los intereses remuneratorios, la aplicación del plazo previsto en el 
Código Civil procedería de la remisión que el artículo 943 del Código de Comercio 
realiza, con carácter general, al derecho común al afirmar que “las acciones que en 
virtud de este Código no tengan un plazo determinado para deducirse en juicio se 
regirán por las disposiciones del derecho común”, debiendo entender por tal las 
contenidas en el Código Civil.  

En cuanto al dies a quo, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra, 
Sección 6ª, de 31 de julio de 2019 (ROJ: SAP PO 1870:2019) dispone lo siguiente: 

“Por último, en cuanto a la prescripción de la acción para reclamar los intereses 
remuneratorios o compensatorios, no hay duda que están sujetos al plazo de 
prescripción quinquenal (STS de 17 de marzo de 1994 ), comenzando el dies a 
quo en la fecha que el préstamo venció de acuerdo con lo pactado, en tanto que 
coincide con el último período de cómputo de tales intereses. Como en el caso de 
que se trata los intereses remuneratorios debían haber quedado satisfechos al 
tiempo de vencimiento del principal (15 de noviembre 2014), la acción en modo 
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alguno está prescrita dado que la reclamación judicial se produjo el 26 de mayo 2017.” 

Dicho vencimiento podría producirse por transcurso del plazo natural del contrato de 
préstamo o por el vencimiento anticipado del mismo. 

6) Prescripción de los intereses moratorios reclamados: 

Por su parte, el plazo de prescripción aplicable a los intereses moratorios coincide con el 
del principal. 

Así lo establece la antedicha Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de marzo de 2017 
(ROJ: STS 794:2017), que confirma la doctrina reiterada acerca del plazo de prescripción 
de los intereses moratorios, que fija en el general de 5 años (antes de la reforma de 2015, 
15 años). 

En cuanto a Cataluña, procede reproducir la problemática suscitada a propósito de si 
resulta de aplicación o no el plazo de prescripción previsto en el Código Civil y no en el 
Código Civil de Cataluña. 

Finalmente, poner de manifiesto que el plazo para plantear el incidente de oposición por 
éstos u otros motivos es el de diez días a contar desde el siguiente a la notificación del 
auto por el que se despacha ejecución, de acuerdo con lo previsto en el artículo 557 por 
remisión al 556 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que resultan de aplicación al proceso de 
ejecución hipotecaria por falta de regulación expresa de dicho plazo en el mismo. 
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1) PACTO DE ANATOCISMO 

A propósito del pacto de anatocismo, conviene recordar lo siguiente. 

El artículo 1109 del Código Civil lo admite, para obligaciones contractuales, respecto de 
intereses vencidos a contar desde la reclamación judicial y nunca antes, salvo pacto en 
contrario. 
Por su parte, el art. 317 Código de Comercio dispone que “los intereses vencidos y no 
pagados no devengarán intereses. Los contratantes podrán, sin embargo, capitalizar los 
intereses líquidos y no satisfechos, que, como aumento de capital devengarán nuevos 
réditos”. Es decir, se establece una prohibición general, sin perjuicio de que las partes lo 
acuerden. 
Finalmente, dicho pacto no cabe en préstamo hipotecario sobre vivienda habitual, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 114 de la Ley Hipotecaria, que establece que “los 
intereses de demora de préstamos o créditos para la adquisición de vivienda habitual, 
garantizados con hipotecas constituidas sobre la misma vivienda, no podrán ser 
superiores a tres veces el interés legal del dinero y sólo podrán devengarse sobre el 
principal pendiente de pago. Dichos intereses de demora no podrán ser capitalizados en 
ningún caso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 579.2.a) de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil". 

En cuanto a su posible carácter abusivo en contratos firmados con consumidores (de 
naturaleza mercantil), procedería tal declaración en los casos en que dicho pacto no sea 
transparente y no permita conocer el alcance y repercusión que tiene en el contrato 
conforme a la redacción dada y que en muchos contratos resulta confusa, con varias 
fases o tramos y añadiendo además una previsión para los moratorios en muchos casos 
que ya no estaría permitida.  Por lo tanto, habría que analizar cada caso por separado.  

Sobre esta cuestión, pueden destacarse los siguientes pronunciamientos 
jurisprudenciales. 

CUESTIONES 
DEBATIDAS:
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La STS de 23 de diciembre de 2015 
dispone que, anulada la cláusula de 
intereses moratorios, esa declaración 
“arrastra la validez de la estipulación 
accesoria de capitalización de los 
intereses, que no puede subsistir 
independientemente”. Nótese que este 
pronunc iamiento se re f ie re a la 
capitalización de intereses de demora. 
Por su parte, la STS de 12 de enero de 
2015 parece rechazar su abusividad en 
r e l a c i ó n c o n l o s i n t e r e s e s 
remuneratorios. 
Por el contrario, si que declaran su 
carácter abusivo el AAP Zaragoza, 
Sección 5ª, de 5 de enero de 2017 (ROJ: 
AAP Z 358/2017); la SAP Barcelona, 
Sección 14ª, de 10 de marzo de 2016; o 
la SAP Barcelona, Sección 15 ª, de 25 de 
f e b r e r o d e 2 0 1 6 ( R O J : S A P B 
1571/2016). 

2) NULIDAD DE 
CLÁUSULA ABUSIVA 
TRAS EXTINCIÓN DEL 
CONTRATO: 
La STS 12 DICIEMBRE 2019 declara 
que la extinción del contrato de préstamo 
no impide que el prestatario ejercite una 
demanda para obtener la restitución de lo 
indebidamente cobrado por una cláusula 
suelo que réune los requisitos para ser 
calificada como abusiva.  
La resolución sostiene que no cabe, en 
relación con un contrato extinguido, 
cumplido, agotado o como se pretenda 
definir, pedir la declaración de nulidad de 
una cláusula s in que el lo tenga 
consecuencias efectivas restitutorias. 
Parece evidente que ello carecería de 
efecto útil, pues el contrato ha finalizado.  
Por tanto, si como es el caso enjuiciado, 
la consecuencia de que se obtenga la 

declaración de abusividad y por tanto 
nulidad es una reclamación económica, 
en este caso por cláusula suelo, la 
acción ha de ser viable.  
La argumentación se apoya en el art. 
1301 del Código Civil, que permite 
ejercitar la acción de anulabilidad dentro 
de los cuatro años siguientes a la 
“consumación” del contrato. También lo 
hace, en el art. 6.1 de la Directiva 93/13, 
incidiendo en el pr incipio de no 
vinculación al consumidor de cláusulas 
declaradas abusivas. 
En cuanto al primero de los argumentos, 
conviene no olvidar que en el derecho 
clásico, la acción de nulidad absoluta ha 
sido siempre imprescritpible. 
Al encontrarnos en el ámbito del derecho 
comunitario, debe añadirse el necesario 
respeto al principio de equivalencia. Así, 
la protección que brinda el derecho 
comunitario no puede ser inferior a la que 
brindan los artículos 1303 y siguientes 
del CC. Por lo tanto, el comienzo del 
plazo de ejercicio de la acción de 
anulabilidad y la consecuente restitución 
de prestaciones que regulan dichos 
preceptos hay que aplicarlos también a la 
nulidad por cláusulas abusivas. Parece 
que, como mínimo, el plazo, si lo hay, 
empieza cuando se extingue el contrato y 
tanto para la declaración de nulidad 
como para la restitución, so pena de dar 
menor protección en derecho comunitario 
que en derecho interno o lo que es lo 
mismo, de proteger más a las acciones 
de anulabilidad que a las de nulidad de 
pleno derecho por cláusulas abusivas.  
De lo que tampoco puede dudarse es de 
que la sentencia parece estar abriendo 
una vía interpretativa para la no 
diferenciación de plazos de prescripción 
entre acción de nulidad (imprescriptible) 
y resarcimiento (cinco años ex artículo 
1.964 del Código Civil). 
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3) PROCESO MONITORIO EUROPEO: 
REQUERIMIENTO DE DOCUMENTOS POR EL 
TRIBUNAL 
La STJUE de 19 de diciembre de 2019 (asuntos acumulados C-453/18 y C-494/18), 
da respuesta a las cuestiones prejudiciales planteadas por el Juzgado de Primera 
Instancia n.º 11 de Vigo y por el Juzgado de Primera Instancia n.º 20 de Barcelona.  
Los juzgados remitentes solicitaban que se dilucide si en el proceso monitorio europeo 
el Tribunal competente podrá pedir al acreedor información complementaria relativa a 
las cláusulas contractuales que este invoca para acreditar la deuda de que se trate, con 
el fin de controlar de oficio el carácter eventualmente abusivo de esas cláusulas. En 
ambos supuestos el acreedor alegaba que, en el caso de una petición de requerimiento 
europeo de pago, no es necesario aportar documentación acreditativa de la deuda.  

El Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara:  

“El artículo 7, apartado 2, letras d) y e), del Reglamento (CE) n. 1896/2006 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por el que se 
establece un proceso monitorio europeo, y los artículos 6, apartado 1, y 7, apartado 1, 
de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas 
abusivas en los contratos celebrados con consumidores, tal como han sido 
interpretados por el Tribunal de Justicia y a la luz del artículo 38 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, deben interpretarse en el sentido de 
que permiten que un «órgano jurisdiccional», según la definición de dicho Reglamento, 
que conoce de un proceso monitorio europeo pida al acreedor información 
complementaria relativa a las cláusulas contractuales que este invoca para acreditar la 
deuda de que se trate, con el fin de controlar de oficio el carácter eventualmente 
abusivo de esas cláusulas, y de que, en consecuencia, se oponen a una normativa 
nacional que declara inadmisible la documentación complementaria aportada a tal 
efecto.” 

La preocupación de los jueces que plantearon la cuestión era la posibilidad de reclamar 
documentación complementaria a la petición, para ponderar la procedencia de la 
reclamación monitoria. Lo que concluye el TJUE, después de recordar las bases que 
todos conocemos (posición de inferioridad del consumidor respecto del profesional, no 
vinculación del art. 6.1 Directiva 93/13, obligación de los miembros de adoptar medios 
eficaces de protección, posibilidad de control de oficio del juez para evitar que se 
apliquen condiciones abusivas…), es que igual que en el caso del monitorio nacional, 

BO
LE

TÍ
NC

OM
IS

IÓ
NP

RI
VA

DO
  E

ne
ro

 2
02

0



Página  de   25 50

en el que ya se había pronunciado a 
favor del control de oficio, en el caso del 
monitorio europeo el juez también puede 
recabar documentación complementaria. 
La sentencia analiza los distintos 
modelos para realizar el requerimiento 
monitorio (A y B), y concluye que si el 
requirente puede aportar documentación 
complementaria e incluso el contrato, el 
órgano jurisdiccional también puede 
exigir que se le exhiba para decidir si se 
hace o no tal requerimiento. 

Conviene añadir que la falta de atención 
a dicho requerimiento de oficio por el 
tribunal podrá motivar la inadmisión a 
trámite del mismo. Frente a dicho auto de 
inadmisión no cabe interponer ningún 
recurso, de acuerdo con lo dispuesto en 
e l ar t ícu lo 11.2 de l Reglamento 
1896/2006 y la Disposición Final 23ª 
apartado 5º de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, que dispone: “la desestimación de 
la petición de requerimiento europeo de 
pago se adoptará mediante auto, de 
conformidad con e l a r t ícu lo 11 . 
Igualmente, se informará al demandante 
de los motivos de la desestimación en la 
forma prevista en el formulario D del 
anexo IV del Reglamento (CE) n.º 
1896 /2006 . D icho au to no se rá 
susceptible de recurso”. 

4) RECURSO DE 
REVISIÓN FRENTE A 
DECISIONES “NO 
JURISDICCIONALES” 
DEL LAJ: 
Se analiza la posibilidad de interponer 
recurso de revisión contra la decisión del 
LAJ de llevar a cabo el desglose de 

documentos en un procedimiento de 
ejecución de título judicial, que está 
suspendido tras varios años en trámite al 
estar en concurso las partes ejecutadas. 
En principio, ya no hay que valorar 
documento alguno y todas las decisiones 
jurisdiccionales procedentes ya han sido 
adoptadas. El motivo de la petición del 
desglose de los documentos consiste en 
necesitarlo para otros usos. 

L a c u e s t i ó n p l a n t e a u n a d o b l e 
problemática. Por una parte, si resulta de 
aplicación la doctrina del Tribunal 
Constitucional sobre el recurso de 
revisión contra las resoluciones dictadas 
por los LAJs y, en este caso, debería 
tramitarse el mismo. Por la otra, si al 
tratarse de una cuestión que carece de 
relevancia jurisdiccional, cabe interponer 
ese recurso o debería reservarse a 
cuestiones jurisdiccionales.  

En cuanto a la primera cuestión, parece 
claro que frente al decreto del LAJ no 
cabe recurso de revisión como regla 
general ex artículo 454 bis 1 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil: “Contra el decreto 
resolutivo de la reposición no se dará 
recurso a lguno, s in per ju ic io de 
reproducir la cuestión, necesariamente, 
en la primera audiencia ante el tribunal 
tras la toma de la decisión y, si no fuera 
posible por el estado de los autos, se 
podrá solicitar mediante escrito antes de 
que se dicte la resolución definitiva para 
que se solvente en ella”. 
Sobre esta cuestión, conviene recordar el 
ATS de 21 de septiembre de 2016, que 
s o s t i e n e : " L a s i t u a c i ó n 
del artículo 454 bis.1 de la LEC no es la 
misma que la analizada por la sentencia 
del Tribunal Constitucional en relación 
con el artículo 102 bis.2 de la LJCA , 

BO
LE

TÍ
NC

OM
IS

IÓ
NP

RI
VA

DO
  E

ne
ro

 2
02

0



Página  de   26 50

pues en este artículo de la legislación 
procesal civil se garantiza el control 
judicial al permitir que pueda ser 
sometida la cuestión planteada a la 
consideración del Juez o Tribunal dentro 
del proceso, en «la primera audiencia 
ante el tribunal tras la toma de la 
decisión y, si no fuera posible por el 
estado de los autos, se podrá solicitar 
mediante escrito antes de que se dicte la 
resolución definitiva para que se solvente 
en ella» (art. 454 bis párrafo 1), no 
privando así al justiciable de su derecho 
a que la decisión procesal del Letrado de 
la Administración de Justicia sea 
examinada y revisada en este caso por 
el Tribunal. La aplicación de esta 
argumentación al caso planteado 
conlleva que si bien, tal y como recogía 
e l d e c r e t o d e l L e t r a d o d e l a 
Administración de Justicia, no cabría el 
recurso directo de revisión contra el 
mismo, sin embargo, en aras a la tutela 
judic ia l efect iva, su decis ión es 
susceptible del control judicial al que se 
refiere la antedicha sentencia, de 
conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 454 bis 1 de la LEC y por 
tanto, hay que interpretar que el escrito 
presentado es de los que la ley permite 
que se presente antes de que se dicte la 
resolución definitiva." 
Tampoco puede confundirse el supuesto 
analizado con la doctrina que fija la STC 
de 21 de marzo de 2019 y la STC de 15 
de julio de 2019, en la que se declara 
inconstitucional la falta de recurso para 
impugnar el decreto del LAJ cuando se 
reclaman honorarios de abogados y 
procuradores por indebidos. No es lo 

mismo que la ley no prevea el acceso al 
recurso frente a una decisión del LAJ y 
finalice el procedimiento, como ocurre en 
este supuesto con el decreto de los 
honorarios, con que ese recurso no esté 
expresamente previsto pero sí se 
permita que el tribunal revise la decisión, 
que es el caso previsto en el artículo 454 
b i s a p a r t a d o 1 d e l a L e y d e 
Enjuiciamiento Civil. 
Por tanto, a la primera cuestión 
planteada procede responder en sentido 
negativo, evitando poner en duda la 
inconstitucionalidad de la ausencia de 
previsión expresa de recurso de revisión 
para un caso como el analizado. Así, 
frente al decreto de desglose, no cabría 
recurso. Lo que sí sería posible es 
reproducir la cuestión ante el tribunal y 
que la revise de acuerdo con la previsión 
del artículo 454 bis apartado 1.  

En cuanto a la segunda cuestión, lo 
cierto es que el precepto indicado no 
distingue según la decisión adoptada por 
e l LAJ sea j u r i sd i cc i ona l o no 
jurisdiccional. Además, los documentos 
aportados deben ser objeto de análisis 
judicial (artículos 550 y 551 LEC) y su 
ausencia, con el desglose, podría 
ocasionar la pérdida de documentos 
esenciales para la causa a valorar por el 
juez, una vez el procedimiento se 
reanude, si es que ello se produce. 
Sin embargo, es cierto que se trata de 
una cuestión de carácter no jurisdiccional 
y que afecta a la competencia del LAJ 
como es la custodia de documentos. Por 
tanto, no debería alcanzar al control 
jurisdiccional, pues el decreto del LAJ ha 
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resuelto definitivamente la cuestión, sin que el derecho a la tutela judicial efectiva pueda 
verse vulnerado en este caso. 

Ante la duda y posiciones controvertidas, parecería lógico favorecer el acceso a la 
revisión ex artículo 454 bis 1 en aplicación del principio pro actione. 

5) EJECUCIÓN DE TÍTULO NO JUDICIAL: PAGO 
POSTERIOR A LA DEMANDA PERO ANTERIOR AL 
DESPACHO DE EJECUCIÓN: 
Se plantea la siguiente cuestión. 
Interpuesta la demanda de ejecución de título no judicial, la parte ejecutada efectúa el 
pago antes de que se despache ejecución por el tribunal.  
Con carácter previo a la interposición de la misma, la parte ejecutante había reclamado 
extrajudicialmente a la parte ejecutada el pago de la deuda. 
La circunstancia del pago se pone en conocimiento del tribunal por la parte ejecutante. 
La respuesta del tribunal es denegar el despacho de ejecución y archivar el 
procedimiento.  
Frente a ese auto, la parte ejecutante interpone recurso de reposición previo al de 
apelación (ex artículo 552.2 LEC). Sostiene la parte recurrente que el pago efectuado 
por la parte ejecutante tras la interposición de la demanda de ejecución pero antes del 
despacho de la misma, no justifica el archivo, teniendo en cuenta que el procedimiento 
de ejecución debe continuar para la liquidación de los intereses correspondientes y para 
la tasación de las costas, que deben imponerse a la parte ejecutada. Funda su tesis en 
una batería de resoluciones dictadas en el seno de procedimientos de ejecución de título 
judicial, que no es el caso. 

Pues bien, el artículo 583 LEC establece que: “1. Si el ejecutado pagase en el acto del 
requerimiento o antes del despacho de la ejecución, el Letrado de la Administración de 
Justicia pondrá la suma de dinero correspondiente a disposición del ejecutante, y 
entregará al ejecutado justificante del pago realizado. 2. Aunque pague el deudor en el 
acto del requerimiento, serán de su cargo todas las costas causadas, salvo que justifique 
que, por causa que no le sea imputable, no pudo efectuar el pago antes de que el 
acreedor promoviera la ejecución. 3. Satisfechos intereses y costas, de haberse 

BO
LE

TÍ
NC

OM
IS

IÓ
NP

RI
VA

DO
  E

ne
ro

 2
02

0



Página  de   28 50

d e v e n g a d o , e l L e t r a d o d e l a 
Administración de Justicia dictará decreto 
dando por terminada la ejecución.” 
Del tenor literal de este precepto podría 
interpretarse que se distinguen dos 
supuestos.  
Por una parte, cuando el deudor paga en 
el acto del requerimiento, en cuyo caso, 
continúa la ejecución a efectos de 
satisfacer las costas y los intereses.  
Por otra parte, cuando paga el deudor 
antes del despacho de ejecución, en 
cuyo caso, la ley no es tan clara al 
respecto.  
La l i te ra l idad de la misma y la 
interpretación conjunta de ambos 
apartados, el 2 y el 3, permitiría concluir 
que el procedimiento no debe continuar 
en el segundo supuesto, ya que el 
apartado 2 se refiere solamente a los 
casos de pago tras el requerimiento, lo 
que excluiría los casos de pago antes del 
despacho de ejecución. 

Sin embargo, en este caso concreto, 
parece que no es ésta la interpretación 
que debe prevalecer y lo previsto en el 
apartado 2 debe aplicarse tanto si el 
pago se efectúa antes del despacho de 
e j e c u c i ó n , c o m o d e s p u é s d e l 
requerimiento. 
Ello es así porque la demanda de 
ejecución viene precedida de un 
requerimiento de pago extrajudicial no 
atendido por el deudor durante un plazo 
de más de un mes. Esta situación avoca 
a la parte acreedora a interponer la 
demanda, de manera que las costas 
derivadas de esa obligada reclamación 
judicial deben imponerse al causante de 
las mismas que no es otro que el 
demandado. 
En este sentido se pronuncia una de las 
pocas resoluciones encontradas, la SAP 

Barcelona de 16 de septiembre de 2005 
(EDJ 2005/239446) que dispone a 
propósito de la interpretación del 583.2 lo 
siguiente: 
“Desde un punto de vista más genérico, 
t a m p o c o p o d e m o s a c e p t a r l a 
interpretación del artículo 583.2 LEC 
EDL 2000/77463 efectuada por la 
sentencia apelada. 
La regla general en materia de costas de 
la ejecución consiste en su imposición al 
ejecutado sin necesidad de expresa 
i m p o s i c i ó n ( a r t . 5 3 9 . 2 I I L E C 
EDL 2000/77463). En el bien entendido 
que esas costas comprenden las 
devengadas desde el momento inicial del 
proceso, esto es, desde la propia 
demanda. Si tal demanda resultare ella 
misma inadmisible, así lo decretará el 
juez (art. 552.1 LEC EDL 2000/77463), 
impidiendo el devengo de costa alguna, 
sin perjuicio de que pueda luego el 
e j e c u t a d o p o s t u l a r e s a m i s m a 
inadmisibilidad fundada en defectos 
procesales o de fondo, en cuyo caso la 
decisión del incidente de oposición 
resolvería sobre las costas originadas 
hasta ese momento (arts. 559.2 II y 561.2 
LEC EDL 2000/77463). 
Todo lo anterior ya permite atisbar que la 
interpretación a contrario sensu del 
artículo 583.2 LEC EDL 2000/77463 no 
se ajusta a su espíritu y finalidad. La 
contraposición de los dos apartados de 
ese precepto funda dicha afirmación. 
Véase que el primer apartado pudiendo 
hacer mención sólo del pago realizado 
por e l e jecutado en e l acto del 
requer imiento , también a lude a l 
efectuado incluso "antes del despacho de 
la ejecución", y para ambas hipótesis 
prevé una misma consecuencia: puesta a 
disposición del ejecutante de la suma de 
d inero , ent rega a l e jecutado de 
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justificante del pago y, "en su caso", terminación de la ejecución. Tal inciso ("en su caso") 
es muy significativo pues denota que aspectos secundarios, tales como la tasación de 
costas, pueden impedir aún el cierre del proceso, que, no se olvide, no se produce sino 
tras "la completa satisfacción del acreedor ejecutante" (art. 570 LEC EDL 2000/77463). 
En definitiva, lo que evidencia el artículo 583.1 LEC EDL 2000/77463 es que todo pago 
posterior a la reclamación ejecutiva de la deuda, aun el que se adelante al 
correspondiente despacho de la ejecución, se integra en el proceso ejecutivo y reafirma 
la legitimidad y oportunidad de tal reclamación. 
Y lo que viene a significar el segundo apartado es que, aun pagando hasta el acto del 
preceptivo requerimiento, el deudor habrá de soportar las costas del proceso ejecutivo, 
con una sola excepción: si demuestra "que, por causa que no le sea imputable, no pudo 
efectuar el pago antes de que el acreedor promoviera la ejecución". Adviértase bien que 
no se le permite justificar que no pudo pagar en el -normalmente breve- interregno 
transcurrido entre la demanda ejecutiva y el despacho de ejecución, sino únicamente que 
causas ajenas a su voluntad le impidieron hacerlo antes de la interposición de la 
demanda. 
Esto es de la máxima importancia pues denota que la presunción de morosidad aplicable 
al deudor ejecutado adopta la naturaleza iuris tantum por lo que se refiere a la época 
anterior a la presentación de la demanda, lo que tiene su coherencia habida cuenta que 
nos hallamos ante un deudor de título no judicial (de lo contrario, no se practicaría el 
requerimiento de pago ex art.581.1 LEC EDL 2000/77463 ); pero no ocurre lo propio 
respecto de la época ulterior a la presentación de la demanda ejecutiva, que se presume 
así legítima en todo caso, salvo eventual denegación por el juez del despacho de 
ejecución. 
Si se quiere establecer algún paralelismo entre el allanamiento del demandado en el 
proceso declarativo y el pago del deudor en el proceso de ejecución en orden a las 
costas procesales, véase que pese a su heterogeniedad en ambos supuestos el 
legislador premia -dispensándole del pago de las costas- al demandado o al ejecutado 
que facilita la pronta terminación del litigio siempre que se trate de un proceso para ellos 
inevitable, sea porque no recibió previo requerimiento de pago, en el caso del 
demandado que se allana (art. 395.1 II LEC EDL 2000/77463 ), o porque circunstancias a 
él no imputables le impidieron satisfacer la deuda, en el caso del ejecutado que paga (art. 
583.2 LEC EDL 2000/77463 ).” 

En consecuencia, procedería la estimación del recurso y la reapertura de la causa a los 
efectos de despachar ejecución por los intereses y las costas. 
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MERCANTIL. PROPIEDAD 
INTELECTUAL. LICENCIA PROGRAMA 
ORDENADOR.  

La STJUE de 18 de diciembre de 2019 
(asunto C-666/18) dispone que “la 
Directiva 2004/48/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 
2004, relativa al respeto de los derechos 
de propiedad intelectual, y la Directiva 
2009/24/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de abril de 2009, sobre la 
protección jurídica de programas de 
ordenador, deben interpretarse en el 
sentido de que el incumplimiento de una 
cláusula de un contrato de licencia de un 
programa de ordenador, relativa a 
derechos de propiedad intelectual del 
titular de los derechos de autor sobre 
dicho programa, está comprendido dentro 
del concepto de «infracciones de los 

derechos de propiedad intelectual», en el 
sentido de la Directiva 2004/48, por lo que 
las garantías previstas en esta última 
Directiva deben asistir al referido titular 
independientemente del régimen de 
responsabilidad aplicable conforme al 
Derecho nacional.” 

PROCESAL. MONITORIO EUROPEO. 
APORTACIÓN DE DOCUMENTOS.  

La STJUE de 19 de diciembre de 2019 
(asuntos acumulados C-453/18 y 
C-494/18), da respuesta a las cuestiones 
prejudiciales planteadas por el Juzgado 
de Primera Instancia n.º 11 de Vigo y por 
el Juzgado de Primera Instancia n.º 20 de 
Barcelona.  
Los juzgados remitentes solicitaban que 
se dilucide si en el proceso monitorio 
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europeo el Tribunal competente podrá 
p e d i r a l a c r e e d o r i n f o r m a c i ó n 
complementaria relativa a las cláusulas 
contractuales que este invoca para 
acreditar la deuda de que se trate, con el 
fin de controlar de oficio el carácter 
e v e n t u a l m e n t e a b u s i v o d e e s a s 
cláusulas. En ambos supuestos el 
acreedor alegaba que, en el caso de una 
petición de requerimiento europeo de 
p a g o , n o e s n e c e s a r i o a p o r t a r 
documentación acreditativa de la deuda.  
El Tribunal de Justicia (Sala Primera) 
declara que “el artículo 7, apartado 2, 
letras d) y e), del Reglamento (CE) n. 
1896/2006 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por 
el que se establece un proceso monitorio 
europeo, y los artículos 6, apartado 1, y 7, 
apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del 
Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las 
cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados con consumidores, tal como 
han sido interpretados por el Tribunal de 
Justicia y a la luz del artículo 38 de la 
Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea, deben interpretarse en 
el sentido de que permiten que un 
«órgano jur isdiccional», según la 
definición de dicho Reglamento, que 
conoce de un proceso monitorio europeo 
p i d a a l a c r e e d o r i n f o r m a c i ó n 
complementaria relativa a las cláusulas 
contractuales que este invoca para 
acreditar la deuda de que se trate, con el 
fin de controlar de oficio el carácter 
eventualmente abusivo de esas cláusulas, 
y de que, en consecuencia, se oponen a 
una normativa nacional que declara 
i n a d m i s i b l e l a d o c u m e n t a c i ó n 
complementaria aportada a tal efecto”. 

PROCESAL. PROCEDIMIENTO 
CONCURSAL DE INSOLVENCIA.  

La STJUE de 4 de diciembre de 2019 
(asunto C-493/18) dispone que “el artículo 
25 , apar tado 1 , de l Reg lamento 
n.º 1346/2000 debe interpretarse en el 
sentido de que una resolución por la que 
un tribunal del Estado miembro de 
apertura de un procedimiento de 
insolvencia autoriza al administrador 
concursal a ejercitar una acción en otro 
Estado miembro, aunque conocer de tal 
acción sea competencia exclusiva de 
aquel tribunal, no puede tener como 
e f e c t o d e a t r i b u i r c o m p e t e n c i a 
internacional a los tribunales de ese otro 
Estado miembro. 

PROCESAL. PROCEDIMIENTO 
CONCURSAL DE INSOLVENCIA.  

La STJUE de 21 de noviembre de 2019 
afirma que “el artículo 4 del Reglamento 
(CE) n.º 1346/2000 del Consejo, de 29 de 
mayo de 2000, sobre procedimientos de 
insolvencia, en su versión modificada por 
el Reglamento (CE) n.º 788/2008 del 
Consejo, de 24 de julio de 2008, debe 
interpretarse en el sentido de que no es 
aplicable a una demanda presentada por 
el administrador concursal de una 
sociedad en concurso de acreedores, 
establecida en un primer Estado miembro, 
mediante la que se solicita el pago de 
mercancías entregadas en virtud de un 
contrato celebrado antes de la apertura 
del procedimiento de insolvencia de dicha 
sociedad, contra la otra sociedad 
contratante, establecida en un segundo 
Estado miembro”. 

BO
LE

TÍ
NC

OM
IS

IÓ
NP

RI
VA

DO
  E

ne
ro

 2
02

0



Página  de   32 50

PROCESAL. ORDEN EUROPEA DE 
RETENCIÓN DE CUENTAS.  

La STJUE de 7 de noviembre  (asunto 
C-555/18) declara lo siguiente: 

1) El artículo 4, punto 10, del Reglamento 
(UE) n.º 655/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 
2014, por el que se establece el 
procedimiento relativo a la orden europea 
de retención de cuentas a fin de 
simplificar el cobro transfronterizo de 
deudas en materia civil y mercantil, debe 
interpretarse en el sentido de que un 
requerimiento de pago, como el que es 
objeto del procedimiento principal, que no 
es ejecutivo, no está comprendido en el 
concepto de «documento público con 
fuerza ejecutiva», en el sentido de dicha 
disposición. 
2) El artículo 5, letra a), del Reglamento 
n.º 655/2014 debe interpretarse en el 
sentido de que un procedimiento de 
requerimiento de pago en curso, como el 
que es objeto del procedimiento principal, 
puede calificarse de «procedimiento 
sobre el fondo» en el sentido de dicha 
disposición. 
3) El artículo 45 del Reglamento n.º 
655/2014 debe interpretarse en el sentido 
de que las vacaciones judiciales no están 
comprendidas en el concepto de 
«circunstancias excepcionales» en el 
sentido de dicha disposición. 

PROCESAL. JURISDICCIÓN Y 
COMPETENCIA. TRANSPORTE 
AÉREO.  

La STJUE de 7 de noviembre de 2019 
(asunto C-213/18) declara lo siguiente: 

1) Los artículos 7, punto 1, 67 y 71, 
apartado 1, del Reglamento (UE) 
n.º 1215/2012 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, 
relativo a la competencia judicial, el 
reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia civil y 
mercantil, y el artículo 33 del Convenio 
para la unificación de ciertas reglas para 
el transporte aéreo internacional, hecho 
en Montreal el 28 de mayo de 1999 y 
aprobado en nombre de la Comunidad 
Europea mediante la Decisión 2001/539/
CE del Consejo, de 5 de abril de 2001, 
deben interpretarse en el sentido de que 
el órgano jurisdiccional de un Estado 
miembro que conoce de un recurso para 
obtener no solo las compensaciones a 
tanto alzado y uniformes previstas en el 
Reglamento (CE) n.º 261/2004 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 
de febrero de 2004, por el que se 
establecen normas comunes sobre 
compensación y asistencia a los 
pasajeros aéreos en caso de denegación 
de embarque y de cancelación o gran 
retraso de los vuelos, y se deroga el 
Reglamento (CEE) n.º 295/91, sino 
también la reparación de los daños 
adicionales comprendidos en el ámbito de 
aplicación de dicho Convenio, debe 
apreciar su competencia, en relación con 
la primera pretensión, a la luz del artículo 
7, punto 1, del Reglamento n.º 1215/2012 
y, en relación con la segunda pretensión, 
a la luz del artículo 33 de dicho Convenio. 
2) El artículo 33, apartado 1, del Convenio 
para la unificación de ciertas reglas para 
el transporte aéreo internacional, hecho 
en Montreal el 28 de mayo de 1999, debe 
interpretarse en el sentido de que regula, 
e n e l m a r c o d e u n a a c c i ó n d e 
i n d e m n i z a c i ó n d e u n p e r j u i c i o 
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comprendida en el ámbito de aplicación de este Convenio, no solo el reparto de la 
competencia judicial entre los Estados parte en este, sino también el reparto de la 
competencia territorial entre los órganos jurisdiccionales de cada uno de dichos Estados. 

CIVIL. PROTECCIÓN DE CONSUMIDORES. PAGARÉ EN BLANCO.  

La STJUE de 7 de noviembre de 2019 (asuntos acumulados C-419/18, y C-483/18) 
sostiene que: 

1. El artículo 1, apartado 1, el artículo 3, apartado 1, el artículo 6, apartado 1, y el 
artículo 7, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, 
sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores, deben 
interpretarse en el sentido de que no se oponen a una normativa nacional, como la 
controvertida en los litigios principales, que, para garantizar el pago de la deuda 
derivada de un contrato de crédito al consumo celebrado entre un profesional y un 
consumidor, permite estipular en dicho contrato la obligación de que el prestatario 
emita un pagaré en blanco y que supedita la licitud de la emisión de dicho pagaré a 
la celebración previa de un acuerdo cambiario que determine las condiciones en que 
el pagaré podrá ser completado, siempre que —extremo que corresponde verificar al 
órgano jurisdiccional remitente— esa estipulación y ese acuerdo se ajusten a lo 
dispuesto en los artículos 3 y 5 de dicha Directiva y en el artículo 10 de la Directiva 
2008/48/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, relativa 
a los contratos de crédito al consumo y por la que se deroga la Directiva 87/102/CEE 
del Consejo. 

2. El artículo 6, apartado 1, y el artículo 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 y el artículo 
10, apartado 2, de la Directiva 2008/48 deben interpretarse en el sentido de que 
cuando, en circunstancias como las de los litigios principales, un órgano 
jurisdiccional nacional alberga serias dudas sobre la procedencia de una demanda 
basada en un pagaré destinado a garantizar la deuda derivada de un contrato de 
crédito al consumo, pagaré que fue inicialmente emitido en blanco por el firmante y 
posteriormente completado por el beneficiario, dicho órgano jurisdiccional debe 
examinar de oficio si las estipulaciones acordadas entre las partes tienen carácter 
abusivo y, a este respecto, puede exigir al profesional que presente el escrito en el 
que se recogen dichas estipulaciones, de modo que ese órgano jurisdiccional esté 
en condiciones de garantizar el respeto de los derechos que tales Directivas 
confieren a los consumidores. 

MERCANTIL. CONTRATO DE TRANSPORTE. FERROCARRIL. 

La Sentencia del TJUE de 7 de noviembre (asuntos acumulados C-349/18 a C-351/18) 
declara que: 
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1. El artículo 3, punto 8, del Reglamento 
(CE) n.º 1371/2007 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de 
octubre de 2007, sobre los derechos 
y las obligaciones de los viajeros de 
ferrocarril, debe interpretarse en el 
sentido de que está comprendida 
dentro del concepto de «contrato de 
transporte», en el sentido de dicha 
disposición, una situación en la que 
un viajero accede a un tren de 
acceso libre con el fin de realizar un 
trayecto sin haber adquirido un 
billete. 

2. El artículo 6, apartado 1, de la 
Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 
5 de abril de 1993, sobre las 
cláusulas abusivas en los contratos 
celebrados con consumidores, debe 
interpretarse en el sentido de que se 
opone, por una parte, a que un juez 
nacional que constata el carácter 
abusivo de una cláusula penal 
pactada en un contrato celebrado 
entre un profesional y un consumidor 
module el importe de la sanción que 
dicha cláusula impone al consumidor 
y, por otra parte, a que, con arreglo a 
principios de su Derecho contractual, 
un juez nacional sustituya la referida 
cláusula por una disposición de 
Derecho nacional de carácter 
supletorio, salvo que el contrato 
controvertido no pueda subsistir en 
caso de supresión de la cláusula 
abusiva y si la anulación del contrato 
en su conjunto expone al consumidor 
a consecuencias particularmente 
perjudiciales. 

CIVIL. CONDICIÓN DE CONSUMIDOR. 
  
La STJUE de 3 de octubre de 2019 
dispone que “el artículo 17, apartado 1, 
del Reglamento (UE) n.º 1215/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de diciembre de 2012, relativo a la 
competencia judicial, el reconocimiento y 
la ejecución de resoluciones judiciales en 
m a t e r i a c i v i l y m e r c a n t i l , d e b e 
interpretarse en el sentido de que una 
persona física que, en virtud de un 
contrato CFD celebrado con una 
s o c i e d a d d e c o r r e t a j e , e f e c t ú a 
operaciones en el mercado internacional 
de divisas FOREX (Foreign Exchange) a 
través de dicha sociedad debe ser 
calificada de «consumidor» a los efectos 
de la citada disposición si ese contrato no 
se ha celebrado en el marco de la 
actividad profesional de la persona en 
cuestión, extremo que corresponde 
ver i f icar a l órgano jur isd icc ional 
remitente. Para esta calificación, por un 
lado, en principio, carecen de pertinencia, 
por sí solos, factores tales como el valor 
de las operaciones efectuadas en virtud 
de contratos financieros por diferencias, 
la importancia de los riesgos de pérdidas 
económicas que implica suscribir tales 
contratos, los eventuales conocimientos o 
experiencia de dicha persona en el sector 
de los instrumentos financieros o su 
comportamiento activo en la realización 
de las referidas operaciones, y por otro 
lado, es por sí solo irrelevante, en 
principio, el hecho de que el artículo 6 del 
Reglamento (CE) n.º 593/2008 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 
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de junio de 2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I), no sea 
aplicable a los instrumentos financieros o que esa persona sea un «cliente minorista» en 
el sentido del artículo 4, apartado 1, punto 12, de la Directiva 2004/39/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a los mercados de instrumentos 
financieros, por la que se modifican las Directivas 85/611/CEE y 93/6/CEE del Consejo y 
la Directiva 2000/12/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y se deroga la Directiva 
93/22/CEE del Consejo”. 

CIVIL. PRÉSTAMO “MULTIDIVISA”. EFECTOS NULIDAD DE CLÁUSULAS 
ABUSIVAS.   

La STJUE de 3 de octubre de 2019 (asunto C 260/18) afirma que: 

1) El artículo 6, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, 
sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores, debe 
interpretarse en el sentido de que no se opone a que un órgano jurisdiccional nacional, 
tras haber constatado el carácter abusivo de determinadas cláusulas de un contrato de 
préstamo indexado a una moneda extranjera y con un tipo de interés directamente 
vinculado al tipo interbancario de la moneda de que se trate, considere, conforme a su 
Derecho interno, que ese contrato no puede subsistir sin tales cláusulas debido a que su 
supresión tendría como consecuencia modificar la naturaleza del objeto principal del 
contrato. 
2) El artículo 6, apartado 1, de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que, 
por una parte, las consecuencias sobre la situación del consumidor provocadas por la 
anulación de un contrato en su totalidad, tal como se contemplan en la sentencia de 30 
de abril de 2014, Kásler y Káslerné Rábai (C-26/13, EU:C:2014:282), deben apreciarse a 
la luz de las circunstancias existentes o previsibles en el momento del litigio, y de que, por 
otra parte, a efectos de tal apreciación, la voluntad que el consumidor haya expresado a 
este respecto es determinante. 
3) El artículo 6, apartado 1, de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que 
se opone a que se puedan suplir las lagunas de un contrato, provocadas por la supresión 
de las cláusulas abusivas que figuran en este, sobre la única base de disposiciones 
nacionales de carácter general que dispongan que los efectos expresados en un acto 
jurídico son completados, en particular, por los efectos dimanantes del principio de 
equidad o de los usos, que no son disposiciones supletorias ni disposiciones aplicables 
en caso de acuerdo entre las partes del contrato. 
4)  El artículo 6, apartado 1, de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que 
se opone al mantenimiento de las cláusulas abusivas que figuran en un contrato cuando 
su supresión llevaría a la anulación del contrato y el juez estima que esta anulación 
causaría efectos desfavorables para el consumidor, si este no ha consentido tal 
mantenimiento. 
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PROCESAL. CONCURSAL. VARIAS.   

La sentencia del Tribunal de Justicia de 18 de septiembre de 2019 (asunto C-47/18) 
resuelve varias cuestiones prejudiciales en los siguientes términos: 

PROCESAL. RECONOCIMIENTO DE CRÉDITOS.  
La primera cuestión tiene por objeto determinar si el artículo 1, apartado 2, letra b), del 
Reglamento n.º 1215/2012 debe interpretarse en el sentido de que una acción de 
reconocimiento de créditos para su registro en el marco de un procedimiento de 
insolvencia, como la que constituye el objeto del litigio principal, está excluida del ámbito 
de aplicación de ese Reglamento relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y 
ejecución de resoluciones en materia civil y mercantil.     
Contesta que el artículo 1, apartado 2, letra b), del Reglamento n.º 1215/2012 debe 
interpretarse en el sentido de que una acción de reconocimiento de créditos para su 
registro en el marco de un procedimiento de insolvencia, como la ejercitada en el litigio 
principal que tiene su fundamento en la legislación austriaca sobre insolvencia, está 
excluida del ámbito de aplicación de ese Reglamento. 
  
PROCESAL. LITISPENDENCIA.  
La segunda cuestión se refiere a si el artículo 29, apartado 1, del Reglamento 
n.º 1215/2012 (suspension por litispendencia entre procedimientos sustanciados en 
distintos Estados miembros) debe interpretarse en el sentido de que se aplica por 
analogía a una acción como la del litigio principal, excluida del ámbito de aplicación de 
ese Reglamento, pero incluida en el del Reglamento n.º 1346/2000 sobre procedimientos 
de insolvencia. 
Contesta que el artículo 29, apartado 1, del Reglamento n.º 1215/2012 debe interpretarse 
en el sentido de que no se aplica, ni siquiera por analogía, a una acción como la del litigio 
principal, excluida del ámbito de aplicación de ese Reglamento, pero que sí está incluida 
en el del Reglamento n.º 1346/2000. 

PROCEDIMIENTO DE INSOLVENCIA. PRESENTACIÓN CRÉDITO.  
Las dos últimas cuestiones tratan acerca de si el artículo 41 del Reglamento 
n.º 1346/2000 (requisitos formales de la comunicación de un crédito por parte de un 
acreedor) debe interpretarse en el sentido de que un acreedor puede, en el marco de un 
procedimiento de insolvencia, presentar un crédito sin indicar formalmente la fecha de 
nacimiento de este, en caso de que la ley del Estado miembro en el territorio del cual se 
ha iniciado este procedimiento lo permita y cuando esta fecha puede deducirse a partir de 
los documentos justificativos contemplados en este artículo 41. 
 Contesta que el artículo 41 del Reglamento n.º 1346/2000 debe interpretarse en el 
sentido de que un acreedor puede, en el marco de un procedimiento de insolvencia, 
presentar un crédito sin indicar formalmente la fecha de nacimiento de este cuando la ley 
del Estado miembro en el territorio del cual se ha iniciado este procedimiento no imponga 
la obligación de indicar esta fecha y cuando esta pueda, sin especiales dificultades, 
deducirse de los justificantes a los que se refiere dicho artículo 41, extremo este que 
incumbe apreciar a la autoridad competente, encargada del examen de los créditos. 
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MERCANTIL. DERECHOS DE AUTOR.  
La STJUE de 12 de septiembre de 2019 
(asunto C-683/17), da respuesta a las 
cuestiones formuladas por el Supremo 
Tribunal de Justicia (Tribunal Supremo, 
Portugal), en el marco de un litigio en el 
que se cuestiona si se han respetado los 
derechos de autor, que tiene por objeto la 
interpretación del artículo 2, letra a), de la 
Directiva 2001/29/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 
2001, relativa a la armonización de 
determinados aspectos de los derechos 
de autor y derechos afines a los derechos 
de autor en la sociedad de la información. 
Concluye que el concepto de obra 
protegible debe interpretarse en el 
sentido de que se opone a que una 
normativa nacional confiera protección 
con arreglo a los derechos de autor a 
modelos como los modelos de prendas 
de vestir controvertidos en el litigio 
principal, en atención a que, más allá de 
su finalidad práctica, generan un efecto 
visual propio y considerable desde el 
punto de vista estético. 

CIVIL. CONSUMIDORES. REEMBOLSO 
ANTICIPADO.  

La STJUE de 11 de septiembre de 2019 
(asunto C-383/18) declara que “el 
artículo 16, apartado 1, de la Directiva 
2008/48/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 23 de abril de 2008, 
relativa a los contratos de crédito al 
consumo y por la que se deroga la 
Directiva 87/102/CEE del Consejo, debe 
interpretarse en el sentido de que el 
derecho del consumidor a la reducción 
del coste total del crédito en caso de 
reembolso anticipado de éste incluye 

t o d o s l o s g a s t o s i m p u e s t o s a l 
consumidor”. 

PROCESAL. PROCEDIMIENTO 
FAMILIA. JURISDICCIÓN Y 
COMPETENCIA.  

La STJUE de 5 de septiembre de 2019 
(asunto C-468/18) afirma que “el artículo 
3, letras a) y d), y el artículo 5 del 
Reglamento (CE) n.º 4/2009 del Consejo, 
de 18 de diciembre de 2008, relativo a la 
competencia, la ley apl icable, e l 
reconocimiento y la ejecución de las 
resoluciones y la cooperación en materia 
de obligaciones de alimentos, deben 
interpretarse en el sentido de que, en 
caso de que ante un órgano jurisdiccional 
de un Estado miembro se interponga un 
recurso que comprende tres pretensiones 
relativas, respectivamente, al divorcio de 
los progenitores de un menor, a la 
responsabilidad parental respecto de ese 
menor y a la obligación de alimentos 
hacia este, el órgano jurisdiccional que 
resuelve sobre el divorcio y que se ha 
d e c l a r a d o i n c o m p e t e n t e p a r a 
pronunciarse sobre la pretensión relativa 
a la responsabi l idad parental es 
competente, sin embargo, para resolver 
sobre la pretensión relativa a la obligación 
de alimentos respecto a dicho menor, 
c u a n d o e s t a m b i é n e l ó r g a n o 
jurisdiccional del lugar de la residencia 
habitual del demandado o el órgano 
jurisdiccional ante el que este ha 
c o m p a r e c i d o , s i n i m p u g n a r s u 
competencia”. 

PROCESAL. CUESTIÓN PREJUDICIAL. 

Recomendaciones del TJUE a los 
órganos jurisdiccionales nacionales, 
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relativas al planteamiento de cuestiones prejudiciales 2019/C 380/01: “Las presentes 
recomendaciones, cuyos destinatarios son los órganos jurisdiccionales de los Estados 
miembros de la Unión, son el reflejo de las disposiciones del titulo tercero del 
Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Justicia. En ellas se recuerdan las 
características esenciales del procedimiento prejudicial y los elementos que los órganos 
jurisdiccionales nacionales han de tener en cuenta antes de plantear cuestiones 
prejudiciales al Tribunal de Justicia, al mismo tiempo que se facilitan a aquellos órganos 
jurisdiccionales indicaciones practicas sobre la forma y el contenido de las peticiones de 
decisión prejudicial. En efecto, habida cuenta de que las peticiones de decisión 
prejudicial han de notificarse necesariamente, previa la correspondiente traducción, a 
todos los interesados mencionados en el articulo 23 del Protocolo sobre el Estatuto del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea y de que las resoluciones del Tribunal de 
Justicia que ponen fin al procedimiento prejudicial deben publicarse en todas las lenguas 
oficiales de la Unión Europea, es menester prestar la máxima atención a la presentación 
de las peticiones de decisión prejudicial y, en particular, a la protección de los datos de 
carácter personal que contienen.” 

CIVIL. CÓDIGO CIVIL DE CATALUÑA 

La STC (Pleno) de 13 de noviembre de 2019, que cuenta con varios votos particulares,  
resuelve el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el presidente del Gobierno 
contra los preceptos del Código Civil de Cataluña que regulan el contrato de 
compraventa, el de permuta, el de mandato y la gestión de negocios ajenos (arts. 3, 4 y 9 
de la Ley de Cataluña 3/2017, de 15 de febrero, del libro sexto del código civil de 
Cataluña, relativo a las obligaciones y los contratos, y de modificación de los libros 
primero, segundo, tercero, cuarto y quinto). 
El Tribunal ha estimado únicamente la impugnación relativa al artículo 621-54.3 del CCC. 
La sentencia declara inconstitucional y nulo este precepto al apreciar que el 
procedimiento notarial de resolución de conflictos que en él se establece vulnera las 
competencias que atribuye al Estado el art. 149.1.6 CE en materia de legislación 
procesal. El resto de las impugnaciones han sido desestimadas al considerar el Tribunal 
que la regulación de los referidos contratos por el legislador catalán es conforme al orden 
constitucional de competencias. 
La sentencia llega a esta conclusión al entender, por una parte, que los contratos de 
compraventa, permuta, mandato y gestión de negocios ajenos que regula la normativa 
impugnada guardan conexión con instituciones de su derecho civil catalán existentes a la 
entrada en vigor de la Constitución, por lo que, en virtud de las competencias asumidas 

2) TRIBUNAL CONSTITUCIONAL:
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en materia de derecho civil (art. 129 EAC), la Generalitat puede regularlo; y por otra, al 
verificar que esta competencia se ha ejercido respetando la competencia que el art. 
149.1.8 CE atribuye al Estado para establecer “las bases de las obligaciones 
contractuales”. El Tribunal constata que al encontrase las obligaciones contractuales 
reguladas con carácter general en el Código civil -norma preconstitucional- el legislador 
estatal no ha declarado formalmente las bases de estas obligaciones. Por ello, ha 
efectuado este juicio de constitucionalidad mediata tomando como parámetro de 
constitucionalidad los elementos esenciales que se infieren de la regulación de estos 
contratos que efectúa esta norma. 
Por lo que respecta a la compraventa de consumo, la sentencia pone de manifiesto que 
Cataluña ha asumido competencias legislativas no solo en materia de contratos civiles 
(art.129 EAC), sino también en la de consumo (art. 123 EAC) y que la regulación de este 
tipo de compraventa que efectúa el legislador catalán es conforme con la legislación 
básica estatal -al art. 59 del Texto Refundido de La Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios-, por lo que también desestima esta impugnación. 

CIVIL. DERECHOS FUNDAMENTALES. PROPIA IMAGEN.  

La STS de 19 diciembre de 2019 desestima el recurso de casación interpuesto contra la 
sentencia que había apreciado intromisión ilegítima en el derecho a la propia imagen por 
la publicación de la fotografía, obtenida del perfil de Facebook, de una persona detenida e 
ingresada en prisión por una acusación de abusos sexuales a menores. La Sala 
considera que la exigencia de tutelar el derecho de información no puede significar que 
se dejen vacíos de contenido los derechos fundamentales de quienes resulten afectados 
por el ejercicio de aquel. 

CIVIL. REGISTRO CIVIL. CAMBIO DE SEXO.  

La STS de 17 de diciembre de 2019 resuelve el recurso de casación en su día interpuesto 
por los padres de una menor transexual, que pretendió cambiar el sexo femenino por el 
masculino, y que le fue negado por no ser mayor de edad.  
Al examinar por primera vez el recurso de casación, la Sala Primera planteó cuestión de 
inconstitucionalidad de la norma reguladora de la rectificación registral de la mención 
relativa al sexo de las personas, al albergar dudas de que la exigencia de la mayoría de 
edad fuera conforme con las previsiones de la Constitución Española.  

3) TRIBUNAL SUPREMO:

BO
LE

TÍ
NC

OM
IS

IÓ
NP

RI
VA

DO
  E

ne
ro

 2
02

0



Página  de   40 50

El Tribunal Constitucional resolvió la 
cuestión en la sentencia 99/2019, de 18 
d e j u l i o , y d e c l a r ó q u e l a 
inconstitucionalidad del art. 1.1 de la Ley 
3/2007 lo es en la medida en que se 
aplica a menores de edad con suficiente 
madurez y que se encuentran en una 
situación estable de transexualidad. 
El Tribunal Supremo casa la sentencia y 
remite los autos al tribunal de apelación 
para que este, tras realizar la audiencia 
del menor para comprobar si el menor 
tiene suficiente madurez y una situación 
estable de transexualidad, una vez 
declarado que, de concurrir esas 
condiciones de madurez y estabilidad en 
la situación de transexualidad, la minoría 
de edad del demandante no le priva de 
legitimación para solicitar la rectificación 
de la mención registral del sexo, y que no 
haber estado sometido durante al menos 
dos años a tratamiento no le impide 
obtener la rectificación solicitada, dicte 
nueva sentencia pronunciándose sobre 
todas las demás cuestiones, de hecho y 
de derecho, planteadas en el recurso de 
apelación del demandante.  

CIVIL. NULIDAD CLÁUSULAS 
ABUSIVAS. CONTRATO EXTINGUIDO.  

La STS de 12 de diciembre de 2019 
ampara la posibilidad de examinar la 
abusividad de las cláusulas de un 
contrato de préstamo que ya se había 
extinguido. 

PROCESAL. CLÁUSULAS ABUSIVAS. 
REFORMATIO IN PEIUS.  

El ATS de 27 de noviembre de 2019 
plantea cuestión prejudicial sobre si el 
principio reformatio in peius del recurso 
de apelación puede afectar al de no 
vinculación del art. 9.1 de la Directiva 
93/13.  

Un consumidor reclamó por cláusula 
suelo la devolución de todo lo pagado, o 
subsidiariamente, desde el 9 mayo 2013. 
El Juzgado concede lo segundo, y 
recurre en apelación la entidad bancaria. 
Pero antes de resolver se dicta la STJUE 
21-12-16, Gut iér rez Naranjo , no 
obstante, lo cual, como sólo recurre el 
banco y el cliente se aquietó, la 
Audiencia ratifica la condena al pago 
desde el 9 mayo 2013 y no dice nada de 
la sentencia europea. Entonces quien 
acude al TS es el cliente, defendiendo 
que en aplicación de la jurisprudencia 
TJUE el tribunal de oficio debió dar 
desde que comenzó a operar la cláusula 
suelo. El TS explica que esto no es 
posible en nuestro proceso civil, no 
o b s t a n t e l o c u a l , r e c u e r d a l a 
jurisprudencia TJUE al efecto y pregunta 
si esta regulación contradice o no el 
principio de no vinculación.  

CIVIL. PODER PARA ENAJENAR 
INMUEBLES.  

La STS de 27 de noviembre de 2019 
analiza la suficiencia de un poder con 
especificación de la facultad de vender o 
ena jenar b ienes i nmueb les , s in 
designación de los bienes concretos 
sobre los que el apoderado puede 
realizar las facultades conferidas; y si se 
ha producido un abuso del poder de 
representación. Aplica las previsiones del 
Código Civil sobre el mandato, en 
particular el art. 1713, y entendiendo que 
formalmente era posible otorgar un 
apoderamiento como el que se hizo, sin 
mención expresa de las fincas a 
enajenar, considera que en el caso 
c o n c r e t o h u b o a b u s o d e t a l 
apoderamiento por las razones que 
contiene. 
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CIVIL. PARTICIPACIONES PREFERENTES. RESARCIMIENTO DAÑOS Y 
PERJUICIOS.  

La STS de 21 de noviembre de 2019 confirma la jurisprudencia según la cual como la 
obligación de indemnizar los daños y perjuicios causados "resarce económicamente el 
menoscabo patrimonial producido al perjudicado, (...) se concreta en la pérdida de la 
inversión, pero compensada con la ganancia obtenida, que tuvo la misma causa 
negocial". Por lo que, para este cálculo, a la suma inicialmente invertida hay que 
descontar el importe rescatado tras la intervención del FROB y los rendimientos 
generados a favor de los clientes durante la vigencia de los productos financieros. 

CIVIL. CONSUMIDORES. COMISIÓN RECLAMACIÓN POSICIONES DEUDORAS 
ABUSIVA.  

La STS de 25 de octubre de 2019 se pronuncia por primera vez sobre la comisión de 
reclamación de posiciones deudoras, declarando su abusividad. 
La que es objeto de este enjuiciamiento- empleada por Kutxabank- no cumple las 
exigencias del Banco de España para este tipo de comisiones, porque prevé́ que podrá́ 
reiterarse y se plantea como una reclamación automática. Tampoco discrimina periodos 
de mora, de modo que basta la inefectividad de la cuota en la fecha de pago prevista 
para que, además de los intereses moratorios, se produzca el devengo de una comisión. 
Tal como está redactada, tampoco identifica qué tipo de gestión se va a llevar a cabo (lo 
deja para un momento posterior), por lo que no cabe deducir que ello generará un gasto 
efectivo (no es igual requerir in situ al cliente que se persona en la oficina para otra 
gestión, que hacer una simple llamada de teléfono, que enviarle una carta por correo 
certificado con acuse de recibo o un burofax, o hacerle un requerimiento notarial). La 
STJUE de 3 de octubre de 2019 (asunto C-621/17, Gyula Kiss) ha establecido, respecto 
de los gastos que puede conllevar un contrato de préstamo, que el consumidor debe 
poder comprobar que no hay solapamiento entre los distintos gastos o entre los 
servicios que aquellos retribuyen. A su vez, la STJUE de 26 de febrero de 2015 (asunto 
C-143/13, Matei), referida –entre otras- a una denominada «comisión de riesgo», 
declaró que una cláusula que permite, sin contrapartida, la retribución del simple riesgo 
del préstamo, que ya está cubierto por las consecuencias legales y contractuales del 
impago, puede resultar abusiva.  
Precisamente, la indeterminación de la comisión es la que genera la abusividad, puesto 
que supondría, sin más, sumar a los intereses de demora otra cantidad a modo de 
sanción por el mismo concepto, con infracción de lo previsto en los arts. 85.6 TRLGCU 
(indemnizaciones desproporcionadas) y 87.5 TRLGCU (cobro de servicios no 
prestados). Además, una cláusula como la enjuiciada contiene una alteración de la 
carga de la prueba en perjuicio del consumidor, pues debería ser el Banco quien 
probara la realidad de la gestión y su precio, pero, con la cláusula, se traslada al 
consumidor la obligación de probar o que no ha habido gestión, o que no ha tenido el 
coste fijado en el contrato, o ambas circunstancias. Lo que también podría incurrir en la 
prohibición prevista en el art. 88.2 TRLGCU.  
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Por último, la comisión de reclamación 
de posiciones deudoras no es una 
cláusula penal, porque ni contiene un 
pacto de pre-liquidación de los daños y 
perjuicios, ni sustituye su indemnización, 
que vendrá constituida por el pago de los 
intereses moratorios pactados (que no 
sean abusivos). Y si tuviera una finalidad 
puramente punitiva, contravendría el art. 
85.6 TRLCU, según declaró la sentencia 
530/2016, de 13 septiembre. Aunque se 
a c e p t a r a a e f e c t o s m e r a m e n t e 
dialécticos que la comisión es una 
cláusula penal, sería nuevamente 
redundante y, por tanto, incurriría en 
desproporción.  

CIVIL. CONSUMIDORES. 
MANTENIMIENTO ASCENSORES. 

La STS de 17 de septiembre de 2019 se 
pronuncia sobre la abusividad de las 
cláusulas de duración en contratos de 
mantenimiento de ascensores. La 
resolución analiza los criterios de nulidad 
de las cláusulas de duración insertas en 
el condicionado general de determinados 
con t ra tos de man ten im ien to de 
ascensores. En el caso resuelto, se 
trataba de un contrato de los calificados 
como «a todo riesgo», con una duración 
de cinco años, que se prorrogaban 
tácitamente por periodos iguales, salvo 
denuncia de alguna de las partes con 
noventa días de antelación. Para el caso 
de que alguna de las partes desistiera 
de l cont ra to , se es tab lec ía una 
penalización del 50% de las cuotas 
pendientes hasta la fecha establecida 
para su finalización.  
La sentencia recurrida había estimado la 
d e m a n d a d e l a e m p r e s a d e 
mantenimiento y había condenado a una 
comunidad de propietarios a abonar la 
indemnización correspondiente por haber 

desistido unilateralmente del contrato en 
el tercer año de vigencia.  
La Sala estima el recurso de casación 
fo rmu lado por la comun idad de 
propietarios y considera que un plazo de 
duración del contrato tan extenso y con 
esas consecuencias asociadas es 
contrario a la normativa sobre cláusulas 
abusivas. Resulta razonable que la 
e m p r e s a d e m a n t e n i m i e n t o d e 
ascensores exija un tiempo mínimo que 
le permita organizar su infraestructura y, 
en caso de contratos «a todo riesgo», 
amortizar la adquisición de piezas 
costosas, pero ello no puede suponer 
una vinculación excesiva que impida a 
los consumidores aprovecharse de las 
m e j o r e s p r e s t a c i o n e s d e o t r o s 
empresarios. El riesgo que supone para 
la empresa la baja de los clientes no 
p u e d e s u p r i m i r s e r e s t r i n g i e n d o 
indebidamente los legítimos derechos 
económicos de los consumidores, sino 
que debe quedar fijado en sus justos 
términos, mediante el establecimiento de 
plazos razonables que permitan al 
empresario organizar la prestación del 
s e r v i c i o y a l o s c o n s u m i d o r e s 
beneficiarse de las mejores ofertas que 
hagan otros empresarios del sector.  
En el caso resuelto por esta sentencia, la 
e m p r e s a d e m a n t e n i m i e n t o d e 
ascensores no ha jus t i f i cado la 
c o n c u r r e n c i a d e c i r c u n s t a n c i a s 
excepcionales que justifiquen una 
duración superior a tres años, que es el 
plazo máximo que, en concordancia con 
los criterios mantenidos por un sector 
i m p o r t a n t e d e l a s A u d i e n c i a s 
Provinciales, y en línea también con lo 
mantenido por la autoridad nacional de la 
competencia, se considera razonable 
para un contrato de esta naturaleza, 
habida cuenta que se trata de un 
contrato que incluye la obligación de la 
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empresa de mantenimiento de sustituir, a 
su cargo, las piezas averiadas.  

PROCESAL. CONSUMIDORES. 
VENCIMIENTO ANTICIPADO NULO. 
EFECTOS EN EL PROCESO.  

La STS de 11 de septiembre de 2019 se 
pronuncia sobre los efectos de la nulidad 
de la cláusula de vencimiento anticipado 
tras la jurisprudencia del TJUE.  

CIVIL. REQUISITOS CONTRATOS. 
OBJETO INCIERTO.  

La STS de 3 de julio de 2019 sostiene 
que para que haya contrato debe haber 
objeto cierto que sea materia del contrato 
(art. 1261 CC), pero la indeterminación 
no es un obstáculo para que exista el 
contrato si el objeto es determinable sin 
necesidad de un acuerdo. 
Como declara la reciente sentencia 
384/2018, de 21 de junio: 
"Para que haya contrato debe haber 
objeto cierto que sea materia del contrato 
(art. 1261 CC), pero la indeterminación 
no es un obstáculo para que exista el 
contrato si el objeto es determinable sin 
necesidad de un acuerdo (art. 1273 CC). 
Lo que la ley exige, para que haya 
contrato, es que el acuerdo de las partes 
sobre los elementos esenciales para 
cada tipo de contrato sea suficiente. En 
particular, se excluye que puedan ser 
cons iderados cont ra tos aque l los 
a c u e r d o s t a n i m p r e c i s o s e 
indeterminados que requieran un nuevo 
acuerdo para que pueda entenderse que 
existe vinculación, así como aquellos en 
los que una de las partes puede fijar de 
modo arbitrario su contenido (art. 1256 
CC). Pero si las partes desean vincularse 
no debe excluirse que exista contrato, 
aunque en ese momento no puedan fijar 
todos los detalles de sus prestaciones. 

Incluso en el caso de que las partes no 
se pusieran de acuerdo con posterioridad 
en la concreción de los elementos 
pendientes o el tercero al que hubieran 
encomendarlo hacerlo no lo determinara, 
la existencia y validez del contrato no se 
vería afectada si hay algún modo 
razonable para determinarlo, teniendo en 
cuenta las circunstancias y la común 
intención de las partes.  
Reglas semejantes están recogidas en 
las propuestas más modernas del 
Derecho de contratos, como el art. 2.103 
de los Principios del Derecho Europeo de 
Contratos, el art. 2.1.14 de los Principios 
Unidroit sobre los Contratos Comerciales 
Internacionales, el art. II-4:103 de los 
Principios, Definiciones y Reglas de un 
Derecho Civil Europeo (el Marco Común 
de Referencia), el art. 30.1. c) de la 
P r o p u e s t a d e R e g l a m e n t o d e l 
Parlamento Europeo y del Consejo, 
relativo a una normativa común de 
Compraventa Europea y, entre nosotros, 
en el art. 1242 de la Propuesta de 
Modernización del Código Civil en 
materia de Obligaciones y Contratos 
elaborada por la Comisión General de 
Codificación y en el art. 522-4 de la 
Propuesta de Código civil elaborada por 
la Asociación de Profesores de Derecho 
Civil.” 

PROCESAL. PROPIEDAD 
HORIZONATAL. LEGITIMACIÓN PARA 
ACCIONAR.  

La STSJ Catalunya de 8 de julio de 2019 
establece  que el propietario de un 
elemento privativo de un inmueble sujeto 
al régimen de propiedad horizontal no 
puede accionar contra otro propietario 
que ha realizado obras en elementos 
comunes y en defensa de los intereses 
comunitarios, cuando se ha adoptado por 
la Junta de Propietarios de la Comunidad 
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el acuerdo de no interponer pretensión contra el propietario que ha realizado las 
obras, sin deducir previa o simultáneamente acción de impugnación contra dicho 
acuerdo por ser contrario a los intereses de la Comunidad o perjudicial para uno de 
los propietarios. 

CIVIL. CLÁUSULAS ABUSIVAS.  

La SAP Bizkaia, Sección 4ª, de 22 de octubre de 2019 condena a BBVA en 2019 por 
una cláusula idéntica a la declarada nula por la famosa STS 9 mayo 2013, que sin 
embargo se siguió aplicando. Hay pronunciamiento sobre las costas considerando 
que no hubo buena fe del banco.  

PROCESAL. SUSPENSIÓN POR PREJUDICIALIDAD COMUNITARIA.  

El AAP Bizkaia, Sección 4ª, de 15 de octubre de 2019 ratifica el criterio del juzgado de 
suspender por "prejudicialidad europea" un asunto en que se firmó un documento de 
novación/transacción de cláusula suelo con renuncia a reclamar por lo cobrado hasta 
entonces.  

MERCANTIL. CONCURSO. APROBACIÓN CONVENIO. 

La SAP Pontevedra, Sección 1ª, de 1 de octubre de 2019 se refiere a las mayorías 
necesarias, en sede concursal, para aprobar un convenio cuando se ofrecen 
alternativas, una de las cuales es gravosa, discrepando las partes sobre cual es la 
norma a aplicar para determinar si recibió o no apoyo suficiente de los acreedores.  

CIVIL. CLÁUSULAS ABUSIVAS. CAMBIO TARIFA ELÉCTRICA COMUNIDADES 
PROPIETARIOS.  

LA SAP Audiencia de Bizkaia, Sección 4ª, de 30 de septiembre de 2019, con voto 
particular, estima abusiva la práctica de Iberdrola de cambiar unilateralmente la tarifa 

4) AUDIENCIA PROVINCIAL:
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de las comunidades de propietarios, y la práctica de comunicarlo en los recibos y en letra 
reducida, en lugar de en una comunicación específica.  

CIVIL. PRESCRIPCIÓN. ACCIÓN DE RESARCIMIENTO POR NULIDAD DE 
CLÁUSULAS ABUSIVAS.  

La SAP Madrid, Sección 28ª de refuerzo, de 11 de septiembre de 2019 resuelve, voto 
particular incluido, que el plazo aplicable a las acciones de remoción de efectos de las 
cláusulas abusivas es el de prescripción del art. 1964 (15 o 5 años, según el régimen 
transitorio aplicable) a contar desde el día en que el consumidor realizó los pagos. La 
sentencia cuenta con un voto particular que considera que las acciones de remoción de 
efectos son imprescriptibles. 

PROCESAL. IMPROCEDENCIA DESAHUCIO POR RPECARIO.  

La SAP Navarra, Sección 3ª, de 10 de septiembre de 2019 no admite el desahucio por 
precario tras una ejecución hipotecaria cuya validez se encuentra cuestionada al estar 
pendiente de resolución el recurso de apelación interpuesto por la parte ejecutada.  

CIVIL. CLÁUSULA “CERO” NO ABUSIVA.  

La SAP Álava, sección 1ª, de 16 de mayo de 2019 declara la validez de una "cláusula 
cero", que impide la remuneración por un préstamo con garantía hipotecaria a la parte 
prestataria.  

También conviene destacar la aprobación de los siguientes Acuerdos adoptados en el 
seno de Audiencias Provinciales: 

* Acuerdos aprobados por el pleno no jurisdiccional civil de la Audiencia Provincial de 
Murcia en relación con los procedimientos de ejecución hipotecaria anteriores a la 
entrada en vigor de la ley 5/2019.  

* Acuerdo de la junta sectorial de magistrados de las secciones civiles generales y 
mercantil de la Audiencia Provincial de Madrid de 19 de septiembre de 2019 sobre, 
entre otras, cuestiones bancarias y de cláusulas abusivas. 

Finalmente, mencionar la aprobación del Protocolo de Protección del Secreto Empresarial 
en los Juzgados Mercantiles, Sección de derecho de la competencia, Tribunal mercantil 
de Barcelona, que constituye un Proyecto Piloto del CGPJ de Tribunal de Protección del 
Secreto Empresarial. 
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en los procesos con técnica monitoria, a la 
luz de la jurisprudencia reciente”. Revista 
General de Derecho Procesal (septiembre 
2019), núm. 49.  

- García Martínez, Pedro Javier. “El 
incidente extraordinario por cláusulas 
abusivas y la Ley 5/2019”. Diario La Ley 
(27 de septiembre), núm. 9487.  

- Izquierdo Grau, Guillem. “Análisis sobre 
la regulación de las acciones colectivas en 
el ordenamiento jurídico español a la luz 
de las d i rectr ices de la comisión 
europea”. Revista General de Derecho 
Procesal (septiembre 2019), núm. 49. 

- López Chocarro , Ignac io . “La 
liquidacion de cargas como paso previo a 
la subasta judicial”. Diario La Ley (5 de 
noviembre), núm. 9511. 
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- Mesa Marrero, Carol ina. “Las 
viviendas de uso turístico y la cuestión 
competencial en materia civil”. Indret 
(julio 2019), núm. 3. 

- Morillas Jarillo, María José. “El 
cumplimiento del laudo arbitral”. Diario La 
Ley (25 de noviembre), núm. 9525.  

- Nieto García, Ángel Juan. “El principio 
de inmediación, el lenguaje no verbal y 
g e s t u a l y l a s m i c r o e x p r e s i o n e s 
faciales”. Diario La Ley (4 de octubre), 
núm. 9491.  

- Perea González, Álvaro. “Tareas 
p e n d i e n t e s : e l e m p l a z a m i e n t o 
electrónico”. Diario La Ley (9 de 
septiembre), núm. 9473. 

- P i n a B a r r a j ó n , N u r i a . “ L a 
disconformidad del perjudicado con la 
oferta o la respuesta motivada de la 
aseguradora. La v ía jud ic ia l . La 
mediación”. Diario La Ley (25 de 
noviembre), núm. 9525.  

- Rivas Velasco, Mª José. “Nexo 
causa l y su prueba t ras la Ley 
3 5 / 2 0 1 5 ” . R e v i s t a A r a n z a d i 
Doctrinal (agosto 2019), núm. 8. 

- Sillero Crovetto, Blanca. “Animales de 
compañía y crisis matrimoniales: marco 
normativo y decisiones judiciales”. Diario 
La Ley (5 de diciembre 2019), núm. 9532. 

- So l í s Hernández , Gu i l l e rmo . 
“Legitimación pasiva de la entidad 
financiera intermediaria para la acción de 
a n u l a b i l i d a d p o r v i c i o s e n e l 
consent imiento en la adquis ic ión 
derivativa de acciones”. Revista Aranzadi 
Doctrinal (agosto 2019), núm. 8. 

- Vélez Toro, Antonio José. “El nuevo 
juicio verbal sumario para la recuperación 
inmediata de viviendas ocupadas 
i legalmente”. Revista General de 
Derecho Procesal (septiembre 2019), 
núm. 49. 

DOSSIERES:
- DOSSIER sobre la “Ley Orgánica 2/2019, de modificación del Código Penal, en 
materia de imprudencia en la conducción de vehículos a motor o ciclomotores y la 
sanción de abandono del lugar del accidente”, elaborado por la Red de Bibliotecas 
Judiciales.

Enlace:

https://espai.justicia.gencat.cat/Administracio-justicia/Que-em-cal-saber/Noticies/
Pagines/dossier-vehicle-motor.aspx
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